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SECCIÓN GENERAL 

1. LA RESPONSABILIDAD DE LAS ENTIDADES OFENSORAS 

1.1.  El régimen de responsabilidad previsto por el Decreto Legislativo 
231/2001 

1.1.1. Introducción 

Desde hace un tiempo, las instituciones se han convertido en las auténticas protagonistas del 

escenario económico y esto debe también tenerse en cuenta desde el punto de vista del derecho 

penal y de la fenomenología delictiva. Precisamente por ello, limitar la reacción penal 

exclusivamente a las conductas delictivas realizadas por los particulares supone muchas veces dejar 

impunes a los verdaderos centros de interés, beneficiarios de los delitos cometidos y, en algunos 

casos, a los artífices de la conducta delictiva. 

A ello se añade que, en la práctica, pueden darse situaciones con efectos diametralmente opuestos 

y a la vez paradójicos. En primer lugar, en el contexto de organizaciones complejas no siempre es 

fácil identificar con exactitud dónde radican las responsabilidades, con el riesgo de dejar impunes 

los hechos delictivos relacionados con los delitos corporativos. Puede darse el caso de que la 

persona señalada como responsable del delito cometido en la actividad empresarial actúe, en cierta 

medida, como «chivo expiatorio» de responsabilidades que corresponden a otros.  

Tampoco debe pasarse por alto que el potencial ofensivo de los delitos cometidos por entidades 

suele ser mucho mayor que el de los cometidos por sujetos individuales. Pensemos, por ejemplo, 

en los desastres medioambientales que representan precisamente la categoría de delitos que llevó, 

a finales del siglo XIX y XX, al reconocimiento de los llamados corporate crimes o «delitos 

societarios». 

En Italia, la introducción de una forma de responsabilidad penal de las entidades colectivas ha 

contado siempre con la oposición de quienes consideraban insuperable el principio recogido en la 

expresión latina de origen medieval societas delinquere non potest, reconociendo una referencia 

precisa en la disposición conforme al art. 27 de la Constitución, que establece el principio de 

personalidad de la responsabilidad penal.  
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Según la tradicional «teoría de la ficción» la persona jurídica representaría una mera fictio iuris, una 

construcción artificial, desprovista de autonomía respecto de los sujetos que la componen. Esta idea 

tendría la consecuencia doble de que, por un lado, las personas jurídicas no puedan actuar con dolo 

o culpa como exigiría la responsabilidad penal y, por otro lado, que las consecuencias de la conducta 

de las personas físicas recaigan sobre las personas jurídicas equivaldría a introducir en nuestro 

ordenamiento jurídico una forma de responsabilidad penal por hechos ajenos, de carácter objetivo 

y, por tanto, contrario al precepto constitucional. 

A la teoría de la ficción se contrapone la teoría de la «identificación orgánica», según la cual los 

órganos de la entidad, cuando operan en el ejercicio de sus funciones, no constituyen algo distinto 

de la propia entidad, sino que se identifican con ella. Esto significa que el elemento psicológico de 

la entidad se determina sobre la base del elemento psicológico de su órgano decisorio y también 

que la entidad responde por sus propias acciones. 

Más allá de las disquisiciones sobre la naturaleza de la responsabilidad de las entidades 

dependientes de un delito y su compatibilidad con el precepto constitucional, en la segunda mitad 

de la década de 1990, Italia también asumió una serie de obligaciones internacionales que derivaron 

en la Ley 300/2000, por la que el Parlamento delega en el Gobierno la introducción de una forma 

de responsabilidad de las entidades como consecuencia de delitos cometidos en interés o en 

beneficio de las mismas. Ejerciendo la facultad que le ha sido conferida y superando el pantano en 

el que quedó atrapado el debate jurídico, con el Decreto Legislativo 231/2001, el Gobierno ha 

introducido finalmente una nueva forma de responsabilidad de las entidades en el ordenamiento 

jurídico italiano que se encuentra a medio camino entre la responsabilidad penal y la 

responsabilidad administrativa. En primer lugar porque se trata de una forma de responsabilidad 

dependiente de la comisión de un delito, en segundo lugar porque la facultad de conocer los delitos 

cometidos por la entidad corresponde al juez penal, además de porque las averiguaciones previas 

son realizadas por el mismo Ministerio Fiscal que investiga el delito determinante y, finalmente, 

porque las sanciones previstas por el Decreto Legislativo 231/2001 son tan invasivas e incisivas que 

pueden ser consideradas a todos los efectos como auténticas sanciones penales. 
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1.1.2. El Decreto Legislativo 231/2001 

Con el Decreto Legislativo 231 de 8 de junio de 2001 (el «Decreto»), que entró en vigor el 4 de julio 

de 2001 en aplicación del art. 11 de la Ley Delegada de 29 de septiembre de 2000 n.º 300, el 

legislador adaptó el ordenamiento jurídico italiano a los convenios internacionales firmados en 

materia de responsabilidad penal. En particular, las obligaciones asumidas por Italia se han 

implementado mediante la adhesión a los siguientes convenios: 

§ Convenio de Bruselas de 26 de julio de 1995 relativo a la protección de los intereses 

financieros de las Comunidades Europeas 

§ Convenio de Bruselas de 26 de mayo de 1997 sobre la lucha contra la corrupción 

§ Convenio de la OCDE de 17 de diciembre de 1997 sobre la lucha contra la corrupción. 

La responsabilidad surge de la comisión de determinados tipos de delitos (los denominados delitos 

determinantes) por parte de personas que ejercen (de derecho o de hecho) funciones de 

representación, administración o dirección de la misma entidad o de una de sus unidades orgánicas 

con fines financieros y autonomía funcional, o de sujetos sometidos a ellas. Con el Decreto, por 

tanto, incluso en nuestro ordenamiento jurídico, se han superado las resistencias que siempre han 

estado ligadas al cumplimiento del principio societas delinquere non potest («las sociedades no 

pueden delinquir»), introduciendo un forma de responsabilidad de carácter penal y personal 

independiente respecto de la persona física que materialmente cometió el delito. 

El Decreto, que contiene «Disciplina de la responsabilidad administrativa de las personas jurídicas, 

empresas y asociaciones, incluidas las que no tienen personalidad jurídica», prevé por tanto una 

forma muy particular de responsabilidad. Si bien el legislador ha definido expresamente esta 

responsabilidad como «administrativa», tiene algunas características de responsabilidad penal, ya 

que la persecución de la acción contra la entidad se deja al Ministerio Fiscal y al juez penal, además 

de la comprobación natural de los delitos, así como la constatación de los elementos objetivos y 

subjetivos previstos por el legislador como fundamento de la responsabilidad de la entidad, con las 

precauciones y garantías del proceso penal y, en su caso, con las reglas establecidas por el Código 

de Procedimiento Penal. 
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Además, como se indica en detalle más adelante, la responsabilidad de la entidad sólo existe cuando 

el delito se comete en interés o en beneficio de la misma y, por tanto, siempre que el delito sea el 

resultado de una especie de «planificación empresarial». El fundamento de esta responsabilidad 

radica tanto en la presunción de que la entidad ha participado de algún modo en la comisión de los 

delitos con una forma de responsabilidad que podría asimilarse a la de la «concurrencia de personas 

en el delito» (cifra aportada por el Código Penal en los artículos 110 ss.), y, en particular, de la 

«competencia moral», (prevista por el Código Penal en la doble figura de instigación y 

determinación); ambos en una suerte de «fallo de la organización» que en todo caso facilitó la 

comisión de los delitos. Por tanto, como ocurre en otros ordenamientos jurídicos, no se trata de una 

forma de responsabilidad objetiva que pueda imputarse automáticamente a la entidad cada vez que 

se comete un delito en su interés o beneficio sino, por el contrario, una responsabilidad basada en 

un juicio de reproche esencialmente vinculado a un déficit encontrado en la organización de la 

propia entidad, que de alguna manera favorecía, si no fomentaba, la comisión de delitos.  

1.2.  Los destinatarios del Decreto 

El art. 1 del Decreto establece que las disposiciones contenidas en él se aplican a las entidades con 

personalidad jurídica y a las empresas y asociaciones incluso que no tienen personalidad jurídica. 

Sin embargo, no se aplica al Estado, a los organismos públicos locales (regiones, provincias, 

municipios, etc.), a otros organismos públicos no económicos, así como a los organismos que 

desempeñan funciones de trascendencia constitucional. 

Por lo tanto, no hay duda de que la legislación prevista por el Decreto Legislativo 231/2001 se aplica 

a Liu.Jo S.p.A. (en adelante también «Liu Jo» o la «Empresa»). 

1.3.  Los delitos determinantes 

El Decreto no prevé una responsabilidad generalizada de la entidad que exista toda vez que se 

comete un delito en su interés o en su provecho por sujetos relacionados con ella, sino que limita 

esta responsabilidad al cumplimiento de determinados tipos de delitos. El art. 2 del Decreto 

Legislativo 231/2001 establece que «la entidad no puede ser considerada responsable de un hecho 

constitutivo de delito si su responsabilidad administrativa en relación con dicho delito y las sanciones 

correspondientes no están expresamente previstas por una ley existente vigente antes de la 
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comisión del hecho». Estos son los llamados «Delitos determinantes», es decir aquellos delitos por 

los cuales el legislador, tanto en el Decreto Legislativo 231/2001 como en otras disposiciones de la 

ley, ha previsto expresamente, además de la responsabilidad de las personas físicas, también la 

responsabilidad de la entidad.  

Para ofrecer una visión completa de los supuestos en los que también se prevé responsabilidad de 

conformidad con el Decreto, a continuación se enumeran los delitos que, a fecha de hoy, pueden 

determinar la responsabilidad de las entidades. Sin embargo, la lista está en continua evolución y 

sujeta a futuras actualizaciones. 

Así, por ejemplo, recientemente se han registrado las siguientes intervenciones regulatorias:  

I) El Decreto Legislativo de 8 de noviembre de 2021 n.º 184, en desarrollo de la Directiva (UE) 

2019/713 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de abril de 2019, relativa a la lucha contra 

el fraude y la falsificación de medios de pago distintos del efectivo, ha incluido en la lista de 

infracciones la responsabilidad de la entidad de conformidad con el Decreto Legislativo 231/2001, 

art. 25 octies 1, titulado «Delitos relativos a instrumentos de pago distintos del efectivo». Este 

artículo incluye los siguientes tipos de delitos:  

1. Uso indebido y falsificación de instrumentos de pago distintos del efectivo (art. 493 ter del 

Código Penal), que sanciona el uso indebido de cualquier instrumento de pago distinto del 

efectivo 

2. Tenencia y difusión de equipos, dispositivos o programas informáticos destinados a la 

comisión de delitos relativos a instrumentos de pago distintos del efectivo (art. 493 ter del 

Código Penal), que sanciona la conducta de quienes, con el objeto de servirse de ella para la 

comisión de delitos relativos a instrumentos de pago distintos del efectivo, incurran en la 

importación, exportación, producción, venta, etc. de software o equipos fabricado 

principalmente para cometer tales delitos 

3. Fraude informático agravado por la realización de una transferencia de dinero, valor 

monetario y moneda virtual (art. 640 ter del Código Penal)  

II) El Decreto Legislativo de 8 de noviembre de 2021 n.º 195, en desarrollo de la Directiva (UE) 

2018/673 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2018, relativa a la lucha contra 



Modelo de organización, gestión y control según el Decreto Legislativo 231/2001 

Sección general 

 

 

6 

 

el blanqueo de capitales, por la que se reformula parcialmente los supuestos de recepción de bienes 

sustraídos (art. 648 del Código Penal), blanqueo de capitales (art. 648 bis del Código Penal), uso de 

dinero, bienes u otros beneficios de procedencia ilícita (art. 648 ter del Código Penal) y 

autoblanqueo (art. 648 ter 1), extendiendo la relevancia de los casos a los hechos relativos a bienes, 

dinero o cosas que también se originen en delitos de naturaleza contravencional castigados con 

arresto durante más de un año o como mínimo de seis meses, así como ampliar el ámbito del 

blanqueo de activos y autoblanqueo a la sustitución o transferencia de bienes también procedentes 

de delitos culposos 

III) La Ley de 23 de diciembre de 2021 n. 238 que contiene «Disposiciones para el cumplimiento de 

las obligaciones derivadas de la pertenencia de Italia a la Unión Europea - Ley Europea 2019-2020», 

con las que se prevé cambios en varios tipos de delitos determinantes de la responsabilidad de la 

entidad de conformidad con el Decreto Legislativo 231/2001 y en particular: 

a) Ataques contra los sistemas de información - art. 24 bis del Decreto Legislativo 231/2001  

• Art. 615 quater del Código Penal: se modifica el epígrafe por «Posesión, difusión e instalación 

no autorizadas de equipos, códigos y otros medios de acceso a sistemas informáticos o telemáticos», 

ampliando el número de conductas infractoras y agravando el tratamiento sancionador (prisión de 

hasta dos años) 

• Art. 615 quinquies del Código Penal: se modifica el epígrafe por «Posesión, difusión e 

instalación no autorizadas de equipos, dispositivos o programas informáticos destinados a dañar o 

interrumpir un sistema informático o telemático» y se amplía el abanico de conductas infractoras 

• Art. 617 del Código Penal: conocimiento ilegítimo, interrupción o impedimento de las 

comunicaciones o conversaciones telegráficas o telefónicas: se agrava el tratamiento sancionador 

(en el párrafo 1 las penas pasan de seis meses y cuatro años a un año y de seis meses a cinco años, 

en el párrafo 3 la pena de uno a cinco años pasa a ser de tres a ocho años) 

• Art. 617 bis: se cambia el epígrafe por «Posesión, distribución e instalación no autorizadas de 

equipos y otros medios destinados a interceptar, impedir o interrumpir las comunicaciones o 

conversaciones telegráficas o telefónicas»; se sustituye todo el párrafo 1, se amplía el abanico de 
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conductas infractoras y se introduce la dolo específico «para tomar conocimiento de una 

comunicación... o para impedirla... etc.» 

• Art. 617 quater: «Interceptación, impedimento o interrupción ilícita de las comunicaciones 

informáticas o telemáticas», se agrava el tratamiento sancionador: en el párrafo 1 de seis meses a 

cuatro años pasa a «de un año y seis meses a cinco años» y en el párrafo 4, «de uno a cinco años» 

se convierte en «de tres a ocho años» 

• Art 617 quinquies: se cambia el epígrafe por «Posesión, difusión e instalación no autorizadas 

de equipos y otros medios destinados a interceptar, impedir o interrumpir las comunicaciones 

informáticas o telemáticas»; el párrafo 1 introduce el fraude específico «con el fin de interceptar 

comunicaciones relativas a un sistema informático o telemático, etc.» y se amplía las categorías de 

conductas 

b) Lucha contra el abuso y explotación sexual de menores y la pornografía infantil - art. 25 

quinquies del Decreto Legislativo 231/2001 

• Art. 600 quater del Código Penal: se cambia el epígrafe por «Posesión o acceso a material 

pornográfico»; se añade un párrafo después del 2 para sancionar a quien intencionadamente y sin 

motivo justificado acceda a material de pornografía infantil (para sancionar los casos en los que no 

haya detención sino sólo uso en streaming) 

• Art. 602 ter del Código Penal: se introduce una circunstancia agravante para los hechos a los 

que se refieren los artículos 600 bis, 600 ter, 600 quater y 600 quinquies del Código Penal si estos 

hechos pusieran en peligro la vida del menor 

c) Disposiciones sancionadoras sobre abuso de mercado - art. 25 sexies del Decreto 

Legislativo 231/2001 

• Art. 182 del Decreto Legislativo 58/1998 (TUF): el artículo se reformula totalmente. De esta 

forma, se redefine el ámbito de aplicación de la disciplina penal sancionadora relativa al abuso de 

mercado, en un sentido amplio, habiéndose previsto también, en el párrafo 3, que lo dispuesto en 

el mismo artículo se aplica «a toda transacción, orden u otra conducta relacionada con los 

instrumentos financieros a los que se refieren los párrafos 1 y 2, independientemente de que dicha 

transacción, orden o conducta tenga lugar en un centro de negociación» 
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• Art. 183 TUF: se ha integrado el artículo, se ha previsto la irrelevancia sancionadora de las 

conductas relativas a operaciones de negociación de acciones propias realizadas con fines de 

estabilización, cuando las mismas se realicen de conformidad con lo dispuesto en el art. 5 del 

Reglamento (UE) 596/2014 (MAR) 

• Art. 184 TUF (Abuso de información privilegiada): se prevé un nuevo epígrafe «Abuso o 

divulgación ilícita de información privilegiada. Recomendación o inducción de otros a abusar de 

información privilegiada»; se introduce el nuevo párrafo 3, de modo que actualmente quienes 

abusan de una información de la que conocen el carácter privilegiado, habiéndose tenido 

conocimiento de ello por causas distintas de las indicadas en los párrafos 1 y 2 del art. 184, son 

responsables del delito de tráfico de información privilegiada sea cual sea su calificación, aunque 

con sanciones menos graves (de un año y seis meses a diez años de prisión) 

• Art. 185 TUF - Manipulación de mercado: incisos 2 bis y 2 ter, introducidos por el Decreto 

Legislativo 107/2018 

IV) Por último, el Decreto Legislativo de 25 de febrero de 2022 n.º 13, que contiene «Medidas 

urgentes para la lucha contra el fraude y para la seguridad en el trabajo en el sector de la 

construcción, así como sobre la electricidad producida por plantas a partir de fuentes renovables», 

introduce cambios en determinados supuestos a los que se refiere el art. 24 del Decreto Legislativo. 

231/2001, entre ellos: 

• Art. 316 bis del Código Penal: se cambia el epígrafe del delito a «Malversación de fondos 

públicos»; el ámbito de aplicación se ha ampliado a préstamos en condiciones favorables u otros 

desembolsos del mismo tipo, cualquiera que sea su denominación, destinados a uno o más fines 

• Art. 316 ter del Código Penal: se cambia el epígrafe por «Cobro indebido de fondos públicos»; 

ahora se incluyen las «subvenciones» 

• Art. 640 bis del Código Penal: fraude agravado para la obtención de fondos públicos: también 

se incluyen en este tipo de delitos las «subvenciones». 

 

También se especifica que la entidad también es responsable de los delitos cometidos en el 

extranjero, siempre que no proceda el Estado del lugar donde se cometió el delito y se cumplan las 
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condiciones previstas por el art. 4 del Decreto. Se trata, en particular, de delitos contra la 

personalidad del Estado italiano, delitos de falsificación del sello del Estado italiano, delitos de 

falsificación de moneda de curso legal en el territorio del Estado, delitos cometidos por funcionarios 

públicos al servicio del Estado (art. 7 del Código Penal); además de otros delitos políticos no 

previstos por el art. 7 del Código Penal (art. 8 del Código Penal); finalmente, de los delitos cometidos 

por el ciudadano italiano para los cuales la ley italiana establece la pena de cadena perpetua o 

prisión no inferior a tres años (art. 9 del Código Penal).  

Los delitos contemplados por el Decreto pueden agruparse en las siguientes categorías: 

 

I. Delitos cometidos en las relaciones con la Administración Pública (artículos 24 y 25) 

- Fraude en perjuicio del Estado, de otro organismo público o de las Comunidades Europeas 

(art. 640, párr. II, n.º 1, del Código Penal)  

- Fraude informático en perjuicio del Estado u otro organismo público (artículo 640 ter, 

referencia al art. 640, párr. II, del Código Penal)  

- Desfalco (art. 314 del Código Penal) 

- Desfalco con provecho del error ajeno (art. 316 del Código Penal) 

- Malversación de fondos públicos (art. 316 bis del Código Penal) 

- Recepción indebida de fondos públicos (art. 316 ter del Código Penal 

- Abuso de cargo (art. 323 del Código Penal) 

- Fraude de suministros públicos (art. 356 del Código Penal) 

- Fraude en la agricultura (art. 2 de la Ley 898/1986) 

- Fraude agravado para la consecución de fondos públicos (art. 640 bis del Código Penal) 

- Extorsión (art. 317 del Código Penal) 

- Corrupción para el ejercicio de la función (artículos 318 y 321 del Código Penal) 

- Corrupción por acto contrario a los deberes oficiales (artículos 319 y 321 del Código Penal) 
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- Corrupción en los actos judiciales (art. 319 ter del Código Penal) 

- Incitación indebida a dar o prometer beneficios (art. 319 quater del Código Penal) 

- Corrupción de un encargado de un servicio público (art. 320 del Código penal) 

- Incitación a la corrupción (art. 322 del Código Penal) 

- Corrupción internacional (art. 322 bis del Código Penal) 

- Tráfico de influencias ilícitas (art. 346 bis del Código Penal) 

 

II. Delitos informáticos y tratamiento ilícito de datos (art. 24 bis) 

- Falsificación de un documento informático público o privado con valor probatorio (art. 491 

bis del Código Penal) 

- Acceso no autorizado a un sistema informático o telemático (art. 615 ter del Código Penal) 

- Posesión, difusión e instalación no autorizadas de equipos, códigos y otros medios de acceso 

a sistemas informáticos o telemáticos (art. 615 quater del Código Penal) 

- Posesión, difusión e instalación no autorizadas de equipos, dispositivos o programas 

informáticos destinados a dañar o interrumpir un sistema informático o telemático (art. 615 

quinquies del Código Penal) 

- Interceptación, impedimento o interrupción ilícita de las comunicaciones informáticas o 

telemáticas (art. 617 quater del Código Penal) 

- Posesión, difusión e instalación no autorizadas de equipos y otros medios destinados a 

interceptar, impedir o interrumpir las comunicaciones informáticas o telemáticas (art. 617 

quinquies del Código Penal) 

- Daños a la información, datos y programas informáticos (art. 635 bis del Código Penal) 

- Daños a la información, datos y programas informáticos utilizados por el Estado o por otro 

organismo público o en de utilidad pública (art. 635 ter del Código Penal) 

- Daños a los sistemas informáticos o telemáticos (art. 635 quater del Código Penal) 
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- Daños a los sistemas informáticos o telemáticos de utilidad pública (art. 635 quinquies del 

Código Penal) 

- Fraude informático por parte de un persona que presta servicios de certificación de firma 

electrónica (art. 640 quinquies del Código Penal) 

- Delitos relacionados con la ciberseguridad (art. 1, párrafo 11, Decreto Legislativo 105/2019) 

 

III. Delitos de delincuencia organizada (art. 24 ter) 

- Delitos de asociación para reducir o mantener la esclavitud, la trata de personas, la 

compraventa de esclavos y los delitos relativos a las infracciones a las disposiciones sobre 

inmigración ilegal conforme al art. 12 del Decreto Legislativo 286/1998 (art. 416, sexto 

párrafo del Código Penal) 

- Asociaciones de tipo mafioso, incluidas las extranjeras (art. 416 bis del Código Penal) 

- Canje político-mafioso electoral (art. 416 ter del Código Penal) 

- Secuestro con fines de extorsión (art. 630 del Código Penal) 

- Asociación delictiva destinada a la venta de estupefacientes o sustancias psicotrópicas (art. 

74 del Decreto Presidencial 309/90) 

- Asociación delictiva (art. 416, excluyendo el párrafo sexto del Código Penal) 

- Delitos relativos a la fabricación y tráfico de armas de guerra, explosivos y armas clandestinas 

(art. 407, párrafo 2, letra a), n.º 5) del Código de Procedimiento Penal) 

 

IV. Falsificación de dinero, tarjetas de crédito públicas, timbres fiscales e instrumentos o 

identificaciones (art. 25 bis) 

- Falsificación de dinero, uso e introducción en el Estado, previo acuerdo, de dinero falso (art. 

453 del Código Penal) 

- Alteración de dinero (art. 454 del Código Penal) 

- Uso e introducción en el Estado, sin previo acuerdo, de dinero falso (art. 455 del Código 

Penal) 

- Uso de dinero falso recibido de buena fe (art. 457 del Código Penal) 
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- Falsificación de timbres fiscales, introducción en el Estado, compra, posesión o puesta en 

circulación de timbres fiscales falsificados (art. 459 del Código Penal) 

- Falsificación de papel con marca de agua utilizado para la fabricación de tarjetas de crédito 

públicas o sellos fiscales (art. 460 del Código Penal) 

- Fabricación o posesión de marcas de agua o instrumentos destinados a falsificar dinero, 

sellos fiscales o papel con marca de agua (art. 461 del Código Penal) 

- Uso de sellos fiscales falsificados o alterados (art. 464 del Código Penal) 

- Falsificación, alteración o uso de marcas o distintivos o patentes, modelos y diseños (art. 473 

del Código Penal) 

- Introducción en el Estado y comercio de productos con distintivos falsos (art. 474 del Código 

Penal) 

 

V. Delitos contra la industria y el comercio (art. 25 bis 1) 

- Perturbación de la libertad de industria o comercio (art. 513 del Código Penal) 

- Competencia ilícita con amenazas y violencia (art. 513 bis del Código Penal) 

- Fraude contra industrias nacionales (art. 514 del Código Penal) 

- Fraude en el ejercicio del comercio (art. 515 del Código Penal) 

- Venta de sustancias alimenticias no genuinas como si lo fueran (art. 516 del Código Penal) 

- Venta de productos industriales con distintivos engañosos (art. 517 del Código Penal) 

- Fabricación y comercio de bienes elaborados mediante la usurpación derechos de propiedad 

industrial (art. 517 ter del Código Penal) 

- Falsificación de indicaciones geográficas o denominaciones de origen de productos 

agroalimentarios (art. 517 quater del Código Penal). 

 

VI. Delitos societarios (art. 25 ter) 

- Comunicaciones corporativas falsas (art. 2621 del Código Civil) 

- Comunicaciones corporativas falsas, hechos menores (art. 2621 bis del Código Civil) 

- Comunicaciones corporativas falsas de sociedades cotizadas (art. 2622 del Código Civil) 
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- Falsedad en informes o comunicaciones de empresas auditoras (art. 2624 del Código Civil) 

- Control impedido (art. 2625 párr. 2 del Código Civil) 

- Devolución indebida de contribuciones (art. 2626 del Código Civil) 

- Distribución ilegal de beneficios y reservas (art. 2627 del Código Civil) 

- Operaciones ilícitas sobre acciones o cotizaciones de la empresa o de la empresa matriz (art. 

2628 del Código Civil) 

- Operaciones en perjuicio de los acreedores (art. 2629 del Código Civil) 

- No revelar el conflicto de intereses (ar. 2629 bis del Código Civil) 

- Formación de capital ficticio (art. 2632 del Código Civil)  

- Distribución indebida de los activos de la empresa por parte de los síndicos (art. 2633 del 

Código Civil) 

- Corrupción entre particulares (art. 2635 del Código Civil) 

- Instigación a la corrupción entre particulares (art. 2635 bis del Código Civil) 

- Influencia ilícita en la junta (art. 2636 del Código Civil)  

- Manipulación de acciones (art. 2637 del Código Civil) 

- Obstaculización del ejercicio de las funciones de las autoridades públicas de supervisión (art. 

2638, párrafos 1 y 2, del Código Civil). 

 

VII. Delitos con fines de terrorismo o subversión del orden democrático previstos en el Código 

Penal y las leyes especiales (art. 25 quater) 

- Todos los delitos previstos en el Código Penal y las leyes especiales que tengan por objeto el 

terrorismo o la subversión del orden democrático. 

 

VIII. Prácticas de mutilación de órganos genitales femeninos (art. 25 quater 1) 

- Prácticas de mutilación de órganos genitales femeninos (art. 583 bis del Código Penal) 
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IX. Delitos contra la persona (art. 25 quinquies) 

- Reducción o mantenimiento en esclavitud o servidumbre (art. 600 del Código Penal) 

- Prostitución de menores (art. 600 bis del Código Penal) 

- Pornografía con menores (art. 600 ter del Código Penal) 

- Posesión o acceso a material pornográfico (art. 600 quater del Código Penal) 

- Pornografía virtual (art. 600 quater. 1 del Código Penal) 

- Iniciativas turísticas dirigidas a la explotación de la prostitución infantil (art. 600 quinquies 

del Código Penal) 

- Trata de personas (art. 601 del Código Penal) 

- Compra y venta de esclavos (art. 602 del Código Penal) 

- Intermediación ilícita y explotación laboral (art. 603 bis del Código Penal) 

- Captación de menores (art. 609 undecies del Código Penal) 

 

X. Abuso de mercado (art. 25 sexies) 

- Abuso o divulgación ilícita de información privilegiada. Recomendación o inducción de 

terceros para cometer un abuso de información privilegiada (art. 184 del Decreto Legislativo 

58/98) 

- manipulación del mercado (art. 185 del Decreto Legislativo 58/98) 

En aras de la exhaustividad, se hace constar que, además de la responsabilidad delictiva de la 

entidad en relación con los casos enumerados anteriormente, con referencia a las disposiciones 

destinadas a sancionar las conductas de abuso de mercado, es necesario tener en cuenta que: 

§ El art. 187 quinquies del Decreto Legislativo 58/98 prevé la responsabilidad administrativa 

de la entidad por las infracciones administrativas de abuso de información privilegiada y 

manipulación del mercado, cometidas en su interés o en su beneficio, de conformidad con 

los artículos 187 bis y 187 ter del mismo decreto. 
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§ El art. 187 ter 1 establece que la entidad es en todo caso responsable de su propia 

responsabilidad administrativa en los casos de violación de las obligaciones previstas en los 

artículos 16, 17, 18, 19 y 20 del Reglamento UE n.º 596/2014 (denominado Reglamento 

MAR) 

 

XI. Homicidio culposo y lesiones culposas graves o muy graves, cometidos con infracción de 

las normas sobre protección de la salud y seguridad en el trabajo (art. 25 septies) 

- Homicidio culposo (art. 589 del Código Penal) 

- Lesiones personales culposas (art. 590 del Código Penal) 

 

XII. Recepción, blanqueo y uso de dinero, bienes o beneficios de procedencia ilícita, así como 

el autoblanqueo (art. 25 octies) 

- Recepción ilícita (art. 648 del Código Penal) 

- Blanqueo (art. 648 bis del Código Penal) 

- Uso de dinero, bienes o beneficios de procedencia ilícita (art. 648 ter del Código Penal) 

- Autoblanqueo (art. 648 ter 1 del Código Penal) 

 

XIII. Delitos relativos a instrumentos de pago distintos del efectivo (art. 25 octies 1) 

- Uso indebido y falsificación de instrumentos de pago distintos del efectivo (art. 493 ter del 

Código Penal) 

- Tenencia y difusión de equipos, dispositivos o programas informáticos destinados a la 

comisión de delitos relativos a instrumentos de pago distintos del efectivo (art. 493 ter del 

Código Penal) 

- Fraude informático agravado por la realización de una transferencia de dinero, valor 

monetario y moneda virtual (art. 640 ter del Código Penal)  

 

XIV. Otros delitos relativos a instrumentos de pago distintos del efectivo (art. 25 octies 2) 

 

XV. Delitos relativos a la violación de los derechos de autor (art. 25 novies) 
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- Art. 171 de la Ley de 22 de abril de 1941, n.º 633 

- Art. 171 bis de la Ley de 22 de abril 1941, n.º 633 

- Art. 171 ter de la Ley de 22 de abril 1941, n.º 633 

- Art. 171 septies de la Ley de 22 de abril de 1941, n.º 633 

- Art. 171 octies de la Ley de 22 de abril de 1941, n.º 633 

 

XVI. Delitos contra la administración de justicia (art. 25 decies) 

- Incitación a no declarar o a hacer declaraciones falsas ante la autoridad judicial (art. 377 bis 

del Código Penal) 

 

XVII. Delitos medioambientales (art. 25 undecies) 

- Contaminación medioambiental (art. 452 bis del Código Penal) 

- Desastre medioambiental (art. 452 quater del Código Penal) 

- Delitos culposos contra el medioambiente (art. 452 quinquies del Código Penal) 

- Delitos asociativos agravados (art. 452 octies del Código Penal) 

- Tráfico y abandono de material altamente radiactivo (art. 452 sexies del Código Penal) 

- Actividades organizadas para el tráfico ilegal de residuos (art. 452 quaterdecies del Código 

Penal) 

- Matanza, destrucción, captura, detención de especímenes de especies animales o vegetales 

silvestres protegidas (art. 727 bis del Código Penal) 

- Destrucción o deterioro de hábitats dentro de un entorno protegido (artículo 733 bis del 

Código Penal) 

- Art. 137, párrafos 2, 3, 5, 11, 13 del Decreto Legislativo de 3 de abril de 2006, n.º 152 

- Art. 256, párrafos 1, 2, 3, 4, 5, 6 del Decreto Legislativo de 3 de abril de 2006, n.º 152 

- Art. 257, párrafos 1, 2 del Decreto Legislativo de 3 de abril de 2006, n.º 152 

- Art. 258, párr. 4, segunda oración del Decreto Legislativo de 3 de abril de 2006, n.º 152 

- Art. 259, párr. 1 del Decreto Legislativo de 3 de abril de 2006, n.º 152 

- Art. 260 bis, párrafos 6, 7, 8 del Decreto Legislativo de 3 de abril de 2006, n.º 152 
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- Art. 279, párr. 5 del Decreto Legislativo de 3 de abril de 2006, n.º 152 

- Art. 1, de la Ley de 7 febrero de 1992, n.º 150 

- Art. 2, párrafos 1, 2 de la Ley de 7 febrero de 1992, n.º 150 

- Art. 6, párr. 4 de la Ley de 7 febrero de 1992, n.º 150 

- Art. 3 bis, párr. 1 de la Ley de 7 febrero de 1992, n.º 150 

- Art. 3, párr. 6 de la Ley de 28 diciembre de 1993, n.º 549 

- Art. 8 del Decreto Legislativo del 6 de noviembre de 2007, n.º 202 

- Art. 9 del Decreto Legislativo del 6 de noviembre de 2007, n.º 202 

 

XVIII. Delitos relativos a la inmigración (art. 25 duodecies) 

- Empleo de ciudadanos de terceros países cuya estancia es irregular (art. 22, párr. 12 bis del 

Decreto Legislativo de 25 julio de 1998, n.º 286) 

- Transporte de extranjeros dentro del Estado (art. 12, párr. 3, 3 bis y 3 ter del Decreto 

Legislativo de 25 de julio de 1998 n.º 286) 

- Ayudar e instigar la permanencia de extranjeros en el territorio del Estado (art. 12, párr. 5 

del Decreto Legislativo de 25 de julio de 1998 n.º 286) 

 

XIX. Racismo y xenofobia (art. 25 terdecies) 

- Propaganda e incitación al delito por motivos de discriminación racial, étnica y religión (art. 

604 bis del Código Penal) 

 

XX. Fraude en competiciones deportivas, juegos abusivos o apuestas y juegos de azar 

realizados mediante dispositivos prohibidos (art. 25 quaterdecies) 

- fraude en las competiciones deportivas (art. 1 de la Ley 401/1989) 

- Ejercicio abusivo de juegos o apuestas y juegos de azar realizados mediante dispositivos 

prohibidos (art. 1 de la Ley 401/1989) 

 

XXI. Delitos fiscales (art. 25 quinquiesdecies) 
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- Declaración fraudulenta mediante el uso de facturas falsas u otros documentos para 

operaciones inexistentes (art. 2 del Decreto Legislativo de 10 de marzo de 2000 n.º 74) 

- Declaración fraudulenta por otros dispositivos para operaciones inexistentes (art. 3 del 

Decreto Legislativo de 10 de marzo de 2000 n.º 74) 

- Declaración inexacta (art. 4 del Decreto Legislativo de 10 de marzo de 2000 n.º 74) 

- Declaración omitida (art. 5 del Decreto Legislativo de 10 de marzo de 2000 n.º 74) 

- Emisión de facturas falsas u otros documentos para operaciones inexistentes (art. 8 del 

Decreto Legislativo de 10 de marzo de 2000 n.º 74) 

- Ocultación o destrucción de documentos contables (art. 10 del Decreto Legislativo de 10 de 

marzo de 2000 n.º 74) 

- Compensación indebida (art. 10 del Decreto Legislativo de 10 de marzo de 2000 n.º 74) 

- Evasión fraudulenta del pago de impuestos (art. 11 del Decreto Legislativo de 10 de marzo 

de 2000 n.º 74)  

 

XXII. Contrabando (art. 25 sexiedecies) 

- Contrabando en la circulación de mercancías a través de fronteras terrestres y espacios 

aduaneros (art. 282 del Decreto Presidencial de 23 de enero de 1973 n.º 43) 

- Contrabando en la circulación de mercancías en los lagos fronterizos (art. 283 del Decreto 

Presidencial de 23 de enero de 1973 n.º 43) 

- Contrabando en la circulación marítima de mercancías (art. 284 del Decreto Presidencial de 

23 de enero de 1973 n.º 43) 

- Contrabando en la circulación de mercancías por vía aérea (art. 285 del Decreto Presidencial 

del 23 de enero de 1973 n.º 43) 

- Contrabando en zonas no aduaneras (art. 286 del Decreto Presidencial del 23 de enero de 

1973 n.º 43) 

- Contrabando por uso indebido de mercancías importadas con facilidades aduaneras (art. 

287 del Decreto Presidencial de 23 de enero de 1973 n.º 43) 

- Contrabando en depósitos aduaneros (art. 288 del Decreto Presidencial de 23 de enero de 

1973 n.º 43) 
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- Contrabando en cabotaje y circulación (art. 289 del Decreto Presidencial del 23 de enero de 

1973 n.º 43) 

- Contrabando en la exportación de mercancías susceptibles de restitución de derechos (art. 

290 del Decreto Presidencial de 23 de enero de 1973 n.º 43) 

- Contrabando en importación o exportación temporal (art. 291 del Decreto Presidencial de 

23 de enero de 1973 n.º 43) 

- Contrabando de tabaco de manufactura extranjera (art. 291 bis del Decreto Presidencial de 

23 de enero de 1973 n.º 43) 

- Circunstancias agravantes del delito de contrabando de tabaco de manufactura extranjera 

(art. 291 ter del Decreto Presidencial de 23 de enero de 1973 n.º 43) 

- Asociación delictiva destinada al contrabando de tabaco de manufactura extranjera (art. 291 

quater del Decreto Presidencial de 23 de enero de 1973 n.º 43) 

- Otros casos de contrabando (art. 292 del Decreto Presidencial de 23 de enero de 1973 n.º 43) 

- Circunstancias agravantes del contrabando (art. 295 del Decreto Presidencial de 23 de enero 

de 1973 n.º 43) 

 

Delitos transnacionales (art. 10 de la Ley 146/2006) 

El art. 3 de la Ley 146/2006 define el delito transnacional como el delito punible con pena privativa 

de libertad no inferior a cuatro años, si se trata de un grupo delictivo organizado, si: 

a) Se comete en más de un estado 

b) Se comete en un estado, pero una parte sustancial de su preparación, planificación, dirección 

o control tiene lugar en otro estado 

c) Se comete en un estado, pero está involucrado un grupo delictivo organizado que realiza 

actividades delictivas en más de un estado 

d) Se comete en un estado pero tiene efectos sustanciales en otro estado 
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El art. 10 establece que la responsabilidad administrativa de las entidades, prevista en el art. 3, se 

determina también por la comisión de los siguientes delitos, si revisten carácter de 

transnacionalidad: 

1) Asociación delictiva (art. 416 del Código Penal) 

2) Asociación de tipo mafioso (art. 416 bis del Código Penal) 

3) Asociación delictiva destinada al contrabando de tabaco de manufactura extranjera (art. 291 

quater del Decreto Presidencial 43/1973) 

4) Asociación delictiva destinada al tráfico ilícito de estupefacientes o sustancias 

psicotrópicas(art. 74 del Decreto Presidencial 309/1990) 

5) delitos relativos a la inmigración clandestina (Decreto Legislativo 286/1998) 

6) Incitación a no declarar o a hacer declaraciones falsas ante la autoridad judicial (art. 377 bis 

del Código Penal) 

7) Encubrimiento (art. 378 del Código Penal) 

 

Delitos en tentativa (Art. 26) 

El artículo 26 del Decreto establece que: 

1. Se reducen de un tercio a la mitad las sanciones pecuniarias e inhabilitantes en relación con 

la comisión, en forma de tentativa, de los delitos señalados en este epígrafe del Decreto 

2. La entidad no es responsable cuando voluntariamente impide el cumplimiento de la acción 

o la realización del evento  
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1.4.  Condiciones de responsabilidad 

El Decreto establece las condiciones de responsabilidad de la entidad infractora, dictando los 

requisitos objetivos y subjetivos. 

1.4.1. Requisitos objetivos 

Los requisitos objetivos para imputar responsabilidad a la entidad vienen dictados por el art. 5 del 

Decreto, que establece que la entidad es responsable de los delitos cometidos en su interés o en su 

beneficio cuando: 

- Cometen el delito las personas que desempeñen funciones de representación, 

administración o dirección de la entidad o de una de sus unidades orgánicas con 

autonomía financiera y funcional, así como las personas que ejerzan de hecho la 

dirección y el control de la misma (los denominados altos cargos) 

- Cometen el delito las personas sujetas a la dirección o supervisión de uno de los sujetos 

a que se refiere la letra a) anterior (los denominados subordinados). 

El mismo art. 5, párrafo II, dispone, finalmente, que la entidad no es responsable si las personas 

señaladas en el apartado anterior han actuado en interés exclusivo propio o de terceros. 

1) La comisión de un delito determinante 

El primer requisito objetivo, por tanto, está representado por la necesidad de que una persona 

definida como alto cargo o una persona subordinada a ella haya cometido alguno de los delitos 

precedentes. Además, la responsabilidad de la entidad es totalmente independiente del castigo real 

del autor del delito. Según establece el art. 8 del Decreto Legislativo 231/2001, titulado «Autonomía 

de la responsabilidad de la entidad» según la cual «la responsabilidad de la entidad existe aun 

cuando: a) el autor del delito no haya sido identificado o no sea imputable; b) el delito se extingue 

por causa distinta de la amnistía». Esto quiere decir que el delito representa sólo el hecho histórico 

sobre el que luego habrá que razonar en términos de la responsabilidad de la entidad, donde 

concurren todos los demás elementos, objetivos y subjetivos, exigidos por el Decreto.  
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2) El interés y el beneficio 

El segundo requisito objetivo está representado por el hecho de que el delito determinante debe 

cometerse en interés o en beneficio de la entidad. Por interés entendemos el fin que movió al sujeto 

a la comisión del delito, mientras que el término beneficio se refiere a cualquier enriquecimiento 

económico, incluso indirecto, que la entidad recibe del delito cometido.  

Como establece el último párrafo del art. 5, la entidad no es responsable en virtud del Decreto 

cuando el sujeto ha actuado en el interés exclusivo de sí mismo o de terceros. De esto se deduce 

que si hay una convergencia o incluso solo una superposición parcial de los intereses del sujeto y la 

entidad, la entidad sigue siendo responsable de conformidad con el Decreto Legislativo 231/2001.  

 

3) Los sujetos altos cargos 

El art. 5, párrafo I, let. a) se refiere al delito cometido por sujetos en altos cargos. Estos sujetos son 

aquellos que ostenten las funciones de representación, administración o dirección de la entidad o 

de una de sus unidades orgánicas con autonomía financiera y funcional, así como aquellos sujetos 

que, de hecho, ejerzan la dirección y control de la entidad (administradores ejecutivos, directores 

generales, etc.). 

 

4) Los sujetos subordinados 

Para sujetos en una posición subordinada, a los que se refiere la let. b) del art. 5, son aquellos que, 

aun estando dotados de autonomía, están sujetos a la dirección y supervisión de los altos cargos. 

También deben incluirse en esta categoría los sujetos vinculados a la entidad por relaciones de 

colaboración y, por tanto, sujetos a la supervisión y gestión de la propia entidad.  

 

5) Los sujetos de hecho 

También se configura la responsabilidad de la entidad si la infracción la comete alguien que, con 

independencia de su calificación formal, ejerza efectivamente la dirección y el control de la propia 

entidad.  

A tal efecto, lo dispuesto en el art. 2639 del Código Civil establece que, en materia de delitos 

societarios, se equipara a la persona formalmente investida de determinada habilitación o titular de 

determinada función prevista por la ley, a quien: 
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a) Esté obligado a desempeñar la misma función, aunque con diferente habilitación 

b) Ejerza las facultades propias del título o función de forma continua y significativa 

1.4.2. Requisitos subjetivos 

1) El «fallo de la organización» 

El art. 6 del Decreto representa sin duda el punto clave de toda la responsabilidad de las entidades 

dependientes de un delito. La disposición en cuestión establece que si el delito ha sido cometido 

por un alto cargo, la entidad sólo puede quedar exenta de responsabilidad si ha adoptado, y aplicado 

correctamente, modelos de organización, gestión y control adecuados para prevenir los delitos de 

ese tipo. Son los llamados Modelos organizativos sacados en parte de los programas de 

cumplimiento de los sistemas anglosajones. 

El mismo artículo 6 también especifica que para que la entidad quede exenta de responsabilidad, 

además de haber adoptado un modelo organizativo, debe haber encomendado a un Organismo de 

supervisión (OdS) la supervisión de los requisitos del modelo y su actualización, dotado de poderes 

autónomos de iniciativa y control, además de no haber omisión de supervisión por parte de este 

órgano. 

Surge así la base subjetiva de la responsabilidad de las entidades, reconocida en el denominado 

«fallo de la organización». Es decir, se reprocha a la entidad no contar con una organización capaz 

de obstaculizar la comisión de un delito como el cometido. 

Por lo tanto, el legislador italiano ha hecho una elección radical, en línea con los principios 

expresados por la Constitución en materia de responsabilidad penal. Aun reconociendo 

formalmente el carácter administrativo de la responsabilidad de las entidades conforme al Decreto 

Legislativo 231/2001, el legislador no pretende introducir una forma de responsabilidad objetiva en 

el ordenamiento jurídico. Incluso para las entidades, se ha decidido vincular la responsabilidad a 

una forma de culpa, teniendo en cuenta las peculiaridades de la entidad colectiva frente a las de la 

persona física. En cumplimiento del principio de la personalidad de la responsabilidad penal, 

conforme al art. 27 de la Constitución, y desde el punto de vista de una concepción normativa de la 

culpa, consistente en un juicio amplio y articulado de reproche de hecho al sujeto que debe ser 

objeto de una sanción. Lo que se reprocha a la entidad no es el hecho de que alguien haya cometido 
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un delito en su propio interés o beneficio, sino no tener una organización (Modelo organizativo y 

Organismo de supervisión) que represente un obstáculo concreto y adecuado para la comisión del 

delito.  

La entidad responde por tanto por un hecho concreto y no por el delito cometido por el individuo 

que, como se ha dicho anteriormente, representa sólo el hecho histórico sobre el que luego razonar 

en términos de responsabilidad/reproche de la propia entidad.  

Se trata de una forma de responsabilidad en algunos aspectos similar a la que reconoce el sistema 

penal al fiador por omisión, de conformidad con el art. 40, párrafo II del Código Penal, con la 

diferencia significativa de que si bien el titular del puesto de seguridad penalmente relevante tiene 

la obligación legal de prevenir la ocurrencia o la comisión del delito, el organismo debe limitarse a 

colocar las medidas adecuadas para obstaculizar a cualquiera que, en interés o en provecho de los 

mismos, pretenda cometer un delito. 

Cuando la organización de la entidad sea efectivamente adecuada y el delito, tal como prevé el art. 

6 del Decreto, sea cometido por un sujeto eludiendo dolosamente las disposiciones del modelo 

organizativo y la supervisión del organismo supervisor, cesaría el vínculo entre la voluntad del sujeto 

que actúa en la comisión del delito y la coparticipación de la entidad que determina la 

corresponsabilidad y, en consecuencia, la pena. De este modo, la comisión del delito se convierte 

en un «hecho personal» del único agente que habrá actuado exclusivamente por su propia iniciativa, 

sin ningún «estímulo» por parte de la entidad que se ha esforzado por obstaculizar sus intenciones 

delictivas. 

El legislador, por tanto, ha concebido una forma de responsabilidad basada en el reproche de la 

entidad por el delito cometido por sujetos relacionados con ella, reconociendo una forma de culpa 

que se aproxima a la culpa penal, lo más compatible posible con los principios constitucionales en 

materia de responsabilidad. 

2) El art. 6 del Decreto: delitos cometidos por altos cargos 

En particular, en relación con los delitos cometidos por sujetos que se encuentran en una posición 

denominada «alto cargo», el legislador ha introducido una presunción relativa (o iuris tantum, que 

por tanto admite prueba contraria) de pertenencia del delito a la organización y a la política de la 



Modelo de organización, gestión y control según el Decreto Legislativo 231/2001 

Sección general 

 

 

25 

 

propia empresa, con una inversión real de la carga de la prueba que, contrariamente a las reglas 

generales del proceso penal, recae en la persona contra quien se acusa. 

El art. 6 del Decreto establece que, si el delito es cometido por altos cargos, la entidad no es 

responsable si demuestra que: 

- El órgano de administración ha adoptado y aplicado efectivamente, con anterioridad a la 

comisión del delito, un Modelo organizativo y de gestión (en adelante el Modelo u MOG) 

adecuado para prevenir delitos del mismo tipo que el ocurrido 

- La tarea de supervisar el funcionamiento y cumplimiento de los modelos, así como velar por 

su actualización, ha sido encomendada a un órgano de la entidad con facultades autónomas 

de iniciativa y control (Organismo de supervisión u OdS) 

- El delito se cometió eludiendo fraudulentamente las disposiciones del Modelo 

- No hubo omisión o supervisión insuficiente por parte del organismo encargado de la misma. 

3) ...y por sujetos subordinados 

Sin embargo, en lo que respecta a los delitos cometidos por sujetos en una posición subordinada, 

corresponde a la fiscalía demostrar la existencia de un verdadero «fallo de la organización». 

El art. 7 del Decreto establece que en caso de que el delito sea cometido por sujetos en posición 

subordinada, la entidad será responsable si la comisión del mismo es posible por el incumplimiento 

de las obligaciones de dirección o supervisión y, en todo caso, queda excluida la responsabilidad si 

la entidad, con anterioridad a la comisión de la infracción, ha adoptado y aplicado efectivamente un 

Modelo de organización, gestión y control adecuado para prevenir las infracciones de ese mismo 

tipo. 

1.5.  Protección a sujetos denunciantes de delitos e irregularidades 
(denominados «denunciantes anónimos» o whistleblowers) 

El 29 de diciembre de 2017, entró en vigor la Ley de 30 de noviembre de 2017, n.º 179, que contiene 

disposiciones para la protección de los autores de denuncias de delitos o irregularidades de los que 

hayan tenido conocimiento en el marco de una relación laboral pública o privada. 
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La ley, mediante la introducción de tres nuevos párrafos al art. 6 (párr. 2 bis, párr. 2 ter y párr. 2 

quater), amplía por primera vez la protección del denominado «denunciate anónimo» o 

whistleblower al sector privado, previendo obligaciones específicas para las empresas en los 

Modelos organizativos. 

Tal y como exige la nueva legislación, el párrafo 2 bis del Decreto establece que el modelo de 

organización, gestión y control deberá prever: 

• Uno o varios canales, que deberán garantizar la confidencialidad de la identidad del 

denunciante, que permitan a las personas que ocupan altos cargos, o a las personas sujetas 

a su dirección o supervisión, presentar informes detallados basados en hechos precisos y 

consistentes sobre conductas ilícitas relevantes conforme a la Decreto Legislativo 231/2001, 

o informes sobre infracciones de las disposiciones del Modelo organizativo y de gestión, de 

las que hayan tenido conocimiento con motivo de las funciones desempeñadas 

• Al menos un canal de denuncia alternativo adecuado para garantizar, por medios 

informáticos, la confidencialidad de la identidad del denunciante 

También dispone el mismo párrafo: 

• La prohibición de represalias o actos discriminatorios, directos o indirectos, contra los 

denunciantes antes mencionados por razones relacionadas, directa o indirectamente, con la 

denuncia 

• En el régimen disciplinario adoptado conforme al párrafo 2, letra e), del mismo art. 6 del 

Decreto Legislativo 231/2001, se prevén sanciones para quienes vulneren las medidas de 

protección del denunciante, así como para quienes realicen denuncias con dolo o culpa grave 

que resulten infundadas 

El párrafo 2 ter del art. 6 establece que el denunciante también está protegido desde el punto de 

vista del derecho laboral: la adopción de medidas discriminatorias en su contra puede ser 

denunciada ante la Inspección Nacional del Trabajo por el denunciante y también por la 

organización sindical por él indicada, para que la propia Inspección adopte las medidas propias de 

su competencia 
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Finalmente, el párrafo 2 quater establece la nulidad del despido como represalia o discriminatorio 

del sujeto denunciante, así como la nulidad de cualquier cambio de funciones de conformidad con 

el artículo 2103 del Código Civil, así como cualquier otra medida de represalia o discriminatoria 

adoptada contra el denunciante: en caso de disputa sobre estos temas, la carga de la prueba de que 

la medida adoptada contra el trabajador se basa en razones ajenas a la denuncia recae en el 

empleador. 

Además, cabe señalar que el art. 23 de la Ley de 22 de abril de 2021 n.º 53 delega al Gobierno la 

implementación de la Directiva de la UE 2019/1937, relativa a la protección de las personas que 

denuncian infracciones del derecho de la Unión: por lo tanto, es previsible que la normativa actual 

sobre denuncias anónimas o whistleblowing pueda, en el futuro, sufrir cambios, lo que dará lugar a 

una actualización de este Modelo.  

1.6.  Sanciones 

El Decreto Legislativo 231/2001 presenta un marco sancionador bastante variado y articulado. 

Según lo dispuesto en el art. 9 del Decreto, son aplicables a la entidad las siguientes sanciones: 

a) Sanción pecuniaria 

b) Sanciones de inhabilitación 

c) Publicación de la sentencia 

d) Decomiso 

Junto a la sanción pecuniaria, expresión típica de la responsabilidad administrativa, el Decreto 

preveía, por tanto, una serie de sanciones de inhabilitación especialmente insidiosas, además de la 

publicación de la sentencia y el decomiso del precio y del beneficio del delito. 

Además, de conformidad con el art. 45 del Decreto Legislativo 231/2001, las sanciones de 

inhabilitación pueden ser aplicadas cautelarmente durante la fase de instrucción, a petición del 

Ministerio Fiscal. 
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1.6.1. Sanción pecuniaria 

El art. 10 del Decreto establece que para la infracción dependiente de un delito se aplica siempre la 

sanción pecuniaria, determinada por cuotas en un número no inferior a cien ni superior a mil, cuya 

cuantía oscila entre un mínimo de 258 € hasta un máximo de 1549 €. 

El siguiente art. 11 establece que en el cálculo de la sanción pecuniaria el juez determina el número 

de acciones teniendo en cuenta la gravedad del hecho, el grado de responsabilidad de la entidad, 

así como la actividad realizada para eliminar o mitigar las consecuencias del hecho y para prevenir 

la comisión de nuevos ilícitos. 

El total de la cuota se fija en función de las condiciones económicas y patrimoniales de la entidad, a 

fin de asegurar la efectividad de la sanción. 

El art. 12 del Decreto establece, en el primer párrafo, que la sanción pecuniaria se reduce a la mitad 

y no puede en ningún caso exceder de 103 291 € si: 

a) El autor del delito cometió el hecho en su propio interés o el de terceros y la entidad no se 

benefició de él ni obtuvo de él una ventaja mínima 

b) El daño material causado es particularmente bajo 

 En el segundo párrafo del mismo art. 12 se establece que la sanción se reduce de un tercio a la 

mitad si, antes de la declaración de apertura de la audiencia de primera instancia: 

a) La entidad ha reparado íntegramente el daño y ha eliminado las consecuencias nocivas o 

peligrosas del delito o, en todo caso, ha tomado medidas efectivas en este sentido 

b) Se adoptado y se ha puesto en funcionamiento un modelo organizativo adecuado para la 

prevención de delitos como los ocurridos 

 En el tercer párrafo, se prevé que en caso de que concurran las dos condiciones a las que se refiere 

el párrafo anterior, la sanción se reduzca de la mitad a los dos tercios. 

Finalmente, el cuarto párrafo establece que la sanción pecuniaria no podrá en ningún caso ser 

inferior a 10 329,00 €. 

1.6.2. Sanciones de inhabilitación 

En el Decreto Legislativo 231/2001, se prevén las siguientes sanciones de inhabilitación: 
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- Inhabilitación para el ejercicio del negocio 

- La suspensión o revocación de autorizaciones, licencias y concesiones funcionales a la 

comisión del delito 

- La prohibición de contratar con la Administración Pública 

- La exclusión de concesiones, préstamos, contribuciones o subvenciones y la posible 

revocación de las ya otorgadas 

- La prohibición de anunciar bienes o servicios 

A diferencia de la sanción pecuniaria, las sanciones de inhabilitación sólo se aplican si así lo prevé 

expresamente el Decreto en relación con algunos delitos estrictamente identificados, y cuando, por 

otro lado, concurra al menos una de las siguientes condiciones: 

a) Cuando la entidad haya obtenido un beneficio significativo del delito y el delito haya sido 

 cometido por altos cargos o por sujetos subordinados a ellos y la comisión del 

delito haya sido facilitada por graves deficiencias organizativas 

b) En caso de reincidencia en los delitos 

El art. 15 del Decreto establece que si se dan las condiciones para la aplicación de una sanción de 

inhabilitación que determina la interrupción de la actividad de la entidad, el juez, en lugar de aplicar 

la sanción, puede ordenar la continuación de la actividad mediante el nombramiento de un 

comisario judicial. 

De conformidad con el art. 16 del Decreto Legislativo 231/2001, se podrá ordenar la prohibición 

definitiva del ejercicio de la actividad en el caso de que la entidad haya obtenido un beneficio 

significativo del delito y ya haya sido condenada al menos en tres ocasiones, en los últimos siete 

años, a la prohibición temporal. Asimismo, el juez puede aplicar definitivamente la sanción de la 

prohibición de contratar con la Administración Pública. 

El art. 17 del Decreto, sin embargo, dispone que las sanciones de inhabilitación no proceden si, antes 

de la declaración de apertura de la audiencia de primera instancia, concurren las siguientes 

condiciones: 
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a) La entidad ha reparado íntegramente el daño y eliminado las consecuencias nocivas o 

peligrosas del delito o, en todo caso, ha tomado medidas efectivas al respecto 

b) la entidad ha eliminado las deficiencias organizativas que dieron lugar al delito mediante la 

adopción e implementación de modelos organizativos adecuados para la prevención de 

delitos del mismo tipo 

c) La entidad ha puesto a disposición la ganancia del delito a los efectos del decomiso 

Con referencia a las sanciones de inhabilitación, se debe hacer mención expresa de las 

modificaciones realizadas a la Ley de 9 de enero de 2019, n.º 3 (la denominada ley de 

«spazzacorrotti»), que introduce un régimen de excepcionalidad respecto a algunos delitos contra 

la Administración Pública: tal y como prevé actualmente el art. 25, párrafo 5, del Decreto Legislativo 

231/2001, en caso de condena por uno de los delitos señalados en los apartados 2 y 3 del mismo 

art. 25, las sanciones de inhabilitación de conformidad con el art. 9, párrafo 2, se aplican por una 

duración no menor de cuatro ni mayor de siete años, si el delito fue cometido por los sujetos a que 

se refiere el art. 5, párrafo 1, let. a), es decir, por quienes desempeñen funciones de representación, 

administración o dirección de la entidad o de una de sus unidades orgánicas con autonomía 

financiera y funcional, así como por las personas que ejerzan efectivamente la dirección y el control 

de la entidad, y por una duración no menor de dos ni mayor de cuatro años, si el delito fuera 

cometido por las personas a que se refiere el art. 5, párrafo 1, let. b), es decir, por quienes estén 

sujetos a la dirección o supervisión de los sujetos a que se refiere la letra a) anterior. 

No obstante, los cambios de 2019 también introdujeron el apartado 5 bis, que dispone que las 

sanciones de inhabilitación se imponen en la duración común prevista por el art. 13, párrafo 2, (plazo 

no menor de tres meses ni mayor de dos años) en el caso de que, antes de la sentencia de primera 

instancia, la entidad haya actuado de manera efectiva: 

a) Para evitar que la actividad delictiva tenga mayores consecuencias 

b)  Para asegurar la prueba de los delitos 

c) Para la identificación de los responsables 

d) Para asegurar el embargo de sumas u otros beneficios transferidos 

o bien   
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e) si ha eliminado las deficiencias organizativas que permitían verificar el delito mediante la 

adopción de modelos organizativos adecuados para prevenir delitos como los ocurridos 

1.6.3. Publicación de la sentencia 

De conformidad con el art. 18 del Decreto Legislativo 231/2001, cuando se ordene una sanción de 

inhabilitación contra la entidad, también se podrá ordenar la sanción de publicación de la sentencia. 

La publicación de la sentencia se realiza de conformidad con el artículo 36 del Código Penal, es decir, 

por publicación en el Municipio donde se pronunció, en aquél donde se cometió el delito y en el de 

la última residencia del condenado, así como por publicación en el Municipio donde la entidad tiene 

su sede. Además, la misma sentencia se publicará, parcial o íntegramente, en el sitio web internet 

del Ministerio de Justicia. 

1.6.4. Decomiso, incluso por equivalente 

De conformidad con el art. 19 del Decreto, con la condena siempre se ordena el decomiso del precio 

o ganancia del delito. Además, cuando no fuera posible efectuar el decomiso, el mismo podrá 

referirse a sumas de dinero, bienes u otros beneficios de valor equivalente al precio o ganancia del 

delito. Por tanto, se prevé, también en lo que respecta a la responsabilidad de las entidades 

delictivas, el denominado decomiso «por equivalente». En otras palabras, no es necesario que se 

identifiquen los bienes que constituyen la ganancia del delito, basta con determinar su valor para 

proceder al decomiso de bienes de valor equivalente.  

1.6.5. Medidas cautelares 

El régimen sancionador previsto por el Decreto incluye la posibilidad de aplicar determinadas 

sanciones a la entidad como medida cautelar. En particular, el art. 45 establece que «cuando existan 

indicios serios para creer que la entidad es responsable de una infracción administrativa 

dependiente de un delito y existan elementos fundados y específicos que permitan creer que existe 

un peligro concreto de que se produzcan infracciones de la misma naturaleza, el Ministerio Fiscal 

podrá solicitar la aplicación como medida cautelar de alguna de las sanciones de inhabilitación 

previstas en el art. 9, párrafo 2». 
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A su vez, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 321 del Código de Procedimiento Penal, durante la 

etapa de instrucción, el Ministerio Fiscal podrá proceder al embargo preventivo de las cantidades 

que luego serán decomisadas, incluso por equivalente.  

Todas las sanciones de inhabilitación y decomiso, incluso por equivalente, podrán ser aplicadas a la 

entidad como medida cautelar por el juez de instrucción preliminar, a petición del Ministerio Fiscal. 
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2. ADOPCIÓN DEL MODELO ORGANIZATIVO 

2.1.  Descripción de la estructura societaria y división de la gestión de Liu.Jo 
S.p.A.  

Liu.Jo S.p.A. es una sociedad anónima cuyo objeto social es la realización de las siguientes 

actividades: producción y comercialización de prendas exteriores de punto, prendas de vestir y 

accesorios en general, corsetería, ropa interior, ropa de playa, ropa de casa, calzado, artículos de 

óptica, relojería, orfebrería y joyería, artículos de regalo y artículos relacionados como gadgets, 

artículos de papelería y perfumería. 

El proyecto estilístico de la Empresa evoluciona hacia la constitución de un total look completo. Para 

ello, además de la línea de ropa de mujer, se ha introducido una línea de accesorios, de niña, de 

deporte, para el hogar, de hombre, una línea de calzado de mujer y niño, así como una línea de 

relojes y joyas, perfumes y gafas. 

La estructura institucional de Liu Jo se divide en los siguientes órganos:  

Asamblea 

La Asamblea ordinaria se encarga de las materias que le reservan la ley y el presente estatuto. 

Quedan estrictamente reservados a la Asamblea ordinaria: 

1. La aprobación de los estados financieros 

2. El nombramiento y destitución de directores; el nombramiento de los auditores de cuentas 

y del presidente de la Junta de auditores de cuentas y, en su caso, de la persona a quien se 

encomiende el control contable 

3. La determinación de la remuneración de los directores y auditores de cuentas, si no está 

establecida en los estatutos sociales 

4. La resolución sobre la responsabilidad de los directores y auditores de cuentas 

Son competencia de la Asamblea Extraordinaria: 

1. Las enmiendas al Estatuto 

2. El nombramiento, la sustitución y determinación de las facultades de los síndicos 
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3. La emisión de bonos convertibles y no convertibles 

4. La constitución de bienes destinados de conformidad con el art. 10 del Estatuto 

5. Las demás que le atribuyan la ley y los estatutos 

Consejo de Administración 

El órgano de administración de la empresa está representado por un Consejo de Administración, 

actualmente integrado por dos miembros:  

- Un presidente - director general, representante legal de la Empresa, quien ostenta todos los 

poderes de administración ordinaria y extraordinaria 

- Un director con las funciones de administrador encargado de preparar los documentos 

contables de la empresa 

Junta de auditores de cuentas  

La función de control es ejercida por la Junta de auditores de cuentas, quienes tienen los deberes y 

atribuciones a las que se refieren los artículos 2403 y 2403 bis del Código Civil 

Empresa de auditoría 

La Empresa ha encomendado la auditoría legal a una empresa externa (Pricewatherhouse Coopers 

S.p.a).  

Delegado de protección de datos 

En cumplimiento de lo dispuesto en el Reglamento General de Protección de Datos (RGPD) (UE) 

2016/679, el Deletado de protección de datos (o DPO) tiene la función de: 

a) Vigilar el cumplimiento del RGPD, evaluando los riesgos de cada tratamiento según su 

naturaleza, alcance, contexto y finalidad 

b) Colaborar con el Responsables/Encargados del tratamiento, cuando sea necesario, en la 

realización de una evaluación del impacto de protección de los datos (DPIA) 

c) Informar y sensibilizar al Responsable del tratamiento o Encargado, así como a los 

empleados de este último, sobre las obligaciones derivadas del Reglamento y demás 

disposiciones en materia de protección de datos 
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d) Cooperar con la Autoridad de control y actuar como punto de contacto de la misma en 

cualquier asunto relacionado con el Tratamiento de los datos 

e) Actuar como punto de contacto con el Interesado para el ejercicio de los derechos referidos 

en el art. 15-22 del RGPD 

f) Apoyar al Responsable o Encargado con cualquier actividad relacionada con el tratamiento 

de datos personales, incluso con respecto al posible mantenimiento de un registro de 

actividades de tratamiento (art. 30 del RGPD) 

Comités 

Los siguientes Comités juegan un papel importante ya que cumplen una función de asesoramiento 

en temas prioritarios para la Empresa o de coordinación de áreas operativas o funcionales. 

Estos Comités prevén la participación de miembros permanentes y, en algunos casos, participantes 

previa solicitud, también identificados como consultores externos, quienes podrán eventualmente 

involucrarse como expertos en aquellas situaciones que requieran habilidades concretas. 

En particular, se han constituido las siguientes juntas ejecutivas: 

• Comité de Dirección y Coordinación (CIC): con las siguientes funciones: aprobación de 

nuevos proyectos y su desarrollo; presentación de temas estratégicos e intercambio de 

datos económicos del negocio  

• Comité Directivo: con las siguientes tareas: evaluación del progreso de los proyectos 

destinados al proceso de cotización (frecuencia mensual) 

• Comité SPT con las siguientes tareas: supervisar la aplicación del sistema de gestión 

SA80001, y en particular el cumplimiento del estándar SA8000 de responsabilidad social, a 

través de auditorías periódicas y la revisión del rendimiento de la empresa; identificar y 

evaluar los riesgos de incumplimiento reales o potenciales de la norma; comprobar la 

efectividad de las acciones realizadas para cumplir con las políticas de responsabilidad social 

adoptadas y los requisitos de la norma; colaborar en la identificación de posibles 

 
1 Liu Jo obtuvo la certificación SA8000:2014 el 2 de agosto de 2019. 
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incumplimientos y en la identificación de acciones correctivas. Cabe señalar que el Comité 

SPT está integrado por representantes de los trabajadores y representantes de la dirección. 

• Comité de Desarrollo del Retail: con las siguientes funciones: presentación de próximas 

tiendas a los departamentos de la empresa interesados (tanto tiendas directas como 

gestionadas por terceros franquiciados o afiliados) Cabe señalar que en este Comité 

participan el director ejecutivo, la Secretaría de gestión, el Control de gestión, la Oficina de 

planificación de tiendas y los contactos comerciales interesados. 

Además, se han establecido reuniones operativas interfuncionales relativas tanto a la creatividad y 

realización de los productos como a la calidad de distribución de los mismos, así como el comité 

interno «Better Team» para el desarrollo de proyectos de sostenibilidad medioambiental y social. 

 

Organización de la distribución 

La Empresa ofrece sus productos en el mercado a través de diversos canales de distribución. 

Desde el punto de vista del consumidor final, el Grupo está presente en el mercado a través de: 

§ El canal de distribución Retail, es decir, el canal de distribución directo (minorista), para el 

que utilizamos las tiendas gestionadas directamente por la Empresa (las denominadas DOS), 

los puntos de venta y el canal de e-commerce (gestionado por una empresa de terceros, 

Digital Boite S.r.l.) 

§ El canal monomarca, que consta de tiendas monomarca gestionadas en colaboración con 

socios comerciales, el canal mayorista multimarca, que incluye tiendas multimarca y 

espacios dedicados en grandes almacenes (shop in shop y corner). 

Para las ventas a clientes monomarca y multimarca, el Grupo dispone de una red de agentes/oficinas 

de representación y distribuidores. 

Sistema de control y organización 

La Empresa cuenta con un sistema de control interno (en adelante, el «Sistema de control interno») 

destinado a supervisar los riesgos propios de la empresa a lo largo del tiempo. 
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El Sistema de control interno tiene el objetivo de vigilar el cumplimiento de las estrategias y la 

consecución de los siguientes fines: 

1. La eficacia y eficiencia de los procesos y operaciones 

2. La calidad y fiabilidad de la información económica y financiera 

3. El cumplimiento de leyes y reglamentos, normas y procedimientos internos 

4. Salvaguardar el valor de los bienes y activos de la empresa 

Liu Jo ha adoptado un sistema de delegación y poderes caracterizado por elementos de «seguridad» 

para la prevención de delitos (seguimiento e identificación de actividades sensibles) que, al mismo 

tiempo, permite la gestión eficiente de las actividades de la Empresa. 

2.2. La función que desempeña el modelo de organización, gestión y control 
y los objetivos que se persiguen mediante una adecuada actividad de 
cumplimiento 

2.2.1 Introducción - El Modelo organizativo 

Con la entrada en vigor del Decreto, la entidad asume esencialmente el papel de garante de la 

contención del riesgo de que se cometan delitos en la actividad que realicen los sujetos que actúen 

en nombre y por cuenta de la propia entidad, con independencia de la clasificación formal de tales 

sujetos. En esta perspectiva, la finalidad del Modelo organizativo es la construcción de un sistema 

estructurado y orgánico de normas, instrucciones, procedimientos, protocolos y actividades de 

control para regular y racionalizar la actividad de la entidad y prevenir la comisión de delitos. 

Nada nuevo, por tanto, desde este punto de vista, ya que todo organismo complejo y estructurado 

está naturalmente dotado de un conjunto de procedimientos, formalizados o no, que regulan su 

funcionamiento, mucho antes y con independencia de lo que dicte el Decreto Legislativo 231/2001. 

Ninguna organización compleja puede funcionar sin reglas. Se trata una cuestión de organización 

empresarial que va más allá de la prevención de delitos o conductas ilícitas en general. La 

procedimentalización de los procesos productivos y de gestión es, ante todo, un índice de eficiencia 

y calidad. 

A esto agrega el Decreto Legislativo 231/2001 que el Modelo debe ser también una herramienta de 

control, que ayude con la prevención de determinadas categorías de delitos. Esto especifica aún 
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más los procedimientos que debe contener el Modelo y que también deben ser funcionales a la 

actividad de control. Precisamente por ello, todas las actividades que se realicen en el seno de la 

entidad, o al menos aquellas que se consideren sensibles conforme al Decreto Legislativo 231/2001, 

deben estar formalizadas, ser rastreadas y ser controlables. Además, para lograr un control más 

eficaz, es recomendable que ninguna función se desarrolle con plena autonomía, sino que se dividan 

y segreguen, de manera que los procesos de toma de decisiones incluidos en el contexto de 

actividades sensibles no pertenezcan a un solo individuo. 

Finalmente, el Decreto especifica que el Modelo organizativo debe ser adoptado e implementado 

correctamente y que debe ser el idóneo para prevenir delitos como los ocurridos. Esto quiere decir 

que la adopción formal por parte de la entidad de cualquier modelo organizativo no es suficiente, 

sino que es necesario que se implemente de manera efectiva en la práctica y que sea el idóneo para 

la prevención de delitos.  

Para que la entidad quede exenta de responsabilidad, será necesario comprobar, de conformidad 

con los artículos 6 y 7 del Decreto, si el modelo organizativo adoptado es adecuado para la 

prevención de los delitos. 

Esta evaluación deberá realizarse mediante un juicio predictivo o ex ante.  

Más concretamente, en el párrafo II del art. 6, el legislador establece algunos de los requisitos que 

deben cumplir los modelos organizativos para ser abstractamente aptos para prevenir la comisión 

de los delitos presupuestos. De acuerdo con esta disposición, los modelos deben: 

a) Identificar las actividades en las que se pueden cometer delitos. Es la actividad denominada 

«mapeo de riesgos». El desarrollo del modelo organizativo debe ir precedido 

necesariamente de un cuidadoso análisis del contexto empresarial, de la actividad que 

desarrolla el organismo y de los métodos con los que se lleva a cabo, así como del análisis 

de los procedimientos y protocolos elaborados para la realización de estas actividades. El 

mapeo de riesgos llevará a la identificación de las denominadas «Áreas sensibles», es decir, 

las áreas de actividad en las que será más probable que se cometa un delito y las formas en 

que podría cometerse. Generalmente, esta actividad preliminar con respecto a la 

elaboración del modelo se formaliza en un documento definido como mapeo de riesgos o 

Risk Assessment (evaluación de riesgos), que también destaca los vacíos encontrados en la 
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organización de la entidad (el llamado gap analysis) y las soluciones para ellos (el llamado 

remediation plan). 

b) Prever protocolos específicos destinados a planificar la formación y ejecución de las 

decisiones de la entidad en relación con los delitos a prevenir. Son los protocolos y 

procedimientos a los que ya se ha hecho referencia anteriormente. 

c) Identificar métodos para administrar los recursos financieros adecuados para prevenir la 

comisión de delitos. Se trata de una especificación de lo dispuesto en el punto anterior con 

referencia específica a la gestión de los recursos económicos, actividad considerada por el 

legislador especialmente delicada en relación con los delitos de corrupción. 

d) Establecer obligaciones de información frente al órgano encargado de supervisar el 

funcionamiento y cumplimiento de los modelos. Son los flujos de información al Organismo 

de supervisión, que debe consistir en una comunicación constante entre este organismo y el 

organismo encargado de supervisar el cumplimiento y buen funcionamiento del modelo 

organizativo. El Organismo de Supervisión es un órgano independiente respecto del que 

pertenece y no participa en la gestión del mismo. Si no hay un adecuado flujo de información 

entre este organismo y el organismo de supervisión, existe un riesgo de que este último no 

pueda llevar plenamente a cabo sus funciones de control. 

e) Introducir un régimen disciplinario adecuado para sancionar el incumplimiento de las 

medidas señaladas en el modelo. Como ya se mencionó anteriormente, el art. 6 exige que la 

entidad, además de haber adoptado el modelo organizativo, lo haya implantado 

efectivamente. Uno de los indicadores de la efectiva implementación del modelo 

organizacional es el sistema disciplinario. Las infracciones a lo dispuesto en el modelo deben 

ser sancionadas por la entidad, con base en lo dispuesto en los convenios colectivos 

nacionales correspondientes. La falta de sanción del incumplimiento de lo dispuesto en el 

modelo indicaría la total indiferencia de la entidad ante el modelo organizativo adoptado y, 

por tanto, la ineficaz implantación del mismo. 

Pero hay una disposición entre las previstas por el art. 6 que parece más significativa respecto al 

papel y contenido de los Modelos organizativos. El art. 6 establece que la entidad estará exenta de 
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responsabilidad solo si la persona que cometió el delito lo hace eludiendo dolosamente las 

disposiciones del modelo. De esta disposición se pueden extraer dos órdenes de consecuencias: 

1) La primera es que la finalidad del Modelo organizativo no es la de impedir tout court la 

comisión de delitos, ya que es el propio legislador quien contempla la hipótesis de que puede 

cometerse un delito sin que se reconozca una responsabilidad de la entidad 

2) La segunda es que un modelo puede considerarse adecuado de conformidad con el Decreto 

sólo si obliga a la persona que desea cometer un delito a eludir fraudulentamente sus 

disposiciones 

La comisión de un delito determinante representa sólo un indicio de la inadecuación del Modelo, 

pero no lo demuestra En esencia, el Modelo organizativo debe poner trabas a la decisión delictiva 

de quienes pretendan delinquir en interés o en beneficio de la entidad, a fin de romper esa 

asociación entre la entidad y la individuo que está en la base de la responsabilidad de conformidad 

con el Decreto Legislativo 231/2001. 

2.2.2 Los efectos jurídicos 

Los efectos jurídicos derivados de la adopción del Modelo están expresamente señalados en el 

Decreto.  

En concreto: 

a) En base a lo dispuesto en el art. 6, en caso de comisión de un delito por un alto cargo, la 

adopción y aplicación efectiva de un Modelo adecuado para la prevención de delitos del 

mismo tipo que el cometido asegurará que la entidad quede exenta de responsabilidad 

b) En base a lo dispuesto en el art. 7, con motivo de la comisión de un delito por un 

subordinado, la adopción y aplicación efectiva de un Modelo adecuado para prevenir delitos 

del mismo tipo que el cometido, eximirá de responsabilidad a la entidad 

c) En base a lo dispuesto en el art. 11, en el cálculo de la sanción pecuniaria, el juez determinará 

su cuantía teniendo en cuenta, entre otros elementos, también lo que ha hecho el órgano 

para impedir la comisión de nuevas infracciones 

d) En base a lo dispuesto en el art. 12, con posterioridad a la comisión de un delito, pero antes 

de la apertura de la audiencia, la adopción e implementación de un Modelo adecuado para 



Modelo de organización, gestión y control según el Decreto Legislativo 231/2001 

Sección general 

 

 

41 

 

prevenir delitos del mismo tipo que el que se ha producido, dará lugar a la reducción de la 

sanción de un tercio a la mitad 

e) En base a lo dispuesto en el art. 13, la adopción de un Modelo que, si bien no es totalmente 

adecuado para prevenir delitos del mismo tipo que el ocurrido, asegura que no se puedan 

identificar graves deficiencias organizativas en la entidad, impedirá, en el único caso en que 

el delito sea cometido por un subordinada, la aplicación de una sanción de inhabilitación 

f) En base a lo dispuesto en el art. 17, las sanciones de inhabilitación no procederán cuando la 

entidad haya reparado íntegramente el daño y cuando haya tomado medidas para eliminar 

las deficiencias organizativas que hayan permitido la comisión del delito mediante la 

implementación y adopción de un Modelo 

 

Por tanto, el Modelo organizativo cumple varias funciones: 

1) Impedir la comisión de delitos en interés o en beneficio de la entidad 

2) Mantener a la entidad exenta de responsabilidad por delitos cometidos en su propio interés 

o beneficio 

3) Mitigar las consecuencias sancionadoras  

Liu Jo S.p.A. es consciente de la necesidad de garantizar condiciones de equidad, legalidad y 

transparencia en el desarrollo de los negocios y actividades de la empresa y en las relaciones con 

terceros, con el fin de proteger su posición e imagen, las expectativas de los accionistas y el trabajo 

de sus empleados y, asimismo, es consciente de la importancia de adoptar un modelo de 

organización, gestión y control adecuado para prevenir la comisión de conductas ilícitas por parte 

de sus administradores, empleados y colaboradores sujetas al control y coordinación de la Empresa.  

 Si bien la adopción del Modelo no constituye una obligación impuesta por la ley, por las razones 

antes mencionadas Liu Jo ha decidido en todo caso adaptarse a lo dispuesto en el Decreto, poniendo 

en marcha un proyecto de análisis de sus herramientas de organización, gestión y control, dirigido 

a verificar la correspondencia de los principios y procedimientos de comportamiento ya adoptados 

a los fines previstos en el Decreto y, en su caso, a la integración del sistema actualmente existente.  
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Este análisis tiene en cuenta las especificidades inherentes a la estructura organizativa de Liu Jo 

S.p.A., así como a sus actividades y procesos comerciales.  

 El Modelo, en su primera versión, fue adoptado y aprobado por el Administrador único de la 

Empresa con el acuerdo del 3 de agosto de 2018. Esta versión, aprobada por el Consejo de 

Administración el 9 de marzo de 2022, supone una actualización respecto a los cambios normativos 

ocurridos entre tanto y a la actual estructura organizativa de la Empresa.  

Los objetivos marcados con la adopción del Modelo sólo pueden alcanzarse identificando con 

extrema precisión las que se definen como «Áreas de riesgo» y, dentro de ellas, los denominados 

«Procesos operativos y actividades sensibles», es decir aquellas actividades y procesos 

empresariales en cuya realización se podrían cometer las infracciones contempladas en el Decreto. 

En consecuencia, el Modelo se ha diseñado para cumplir con los siguientes principios: 

- Hacer saber a la dirección, al personal y a todos aquellos que colaboran con la Empresa o 

tienen relaciones comerciales con ella que Liu Jo condena de la manera más absoluta las 

conductas contrarias a lo dispuesto en la ley, así como a los principios éticos a los que 

pretende adherirse en el ejercicio de las actividades de la empresa Todos los destinatarios 

del Modelo que operen en nombre y por cuenta de Liu Jo en las áreas de riesgo, en caso de 

incumplimiento de las disposiciones contenidas en el mismo, deben ser conscientes no sólo 

de que exponen a la entidad a una responsabilidad que puede ser sancionada en oficio penal, 

sino también que la Empresa no tolerará tal comportamiento por ningún motivo 

- Existe la necesidad de intervenir con prontitud para prevenir y combatir la comisión de 

cualquier delito, gracias a la supervisión constante de las áreas consideradas en riesgo 

- Existe la necesidad de sancionar para reprimir efectivamente toda conducta que sea 

contraria a lo dispuesto en el Modelo 

2.3.  Contenidos necesarios del Modelo de organización, gestión y control: 
la legislación, las directrices de Confindustria y los principios establecidos 
por la jurisprudencia 

El art. 6, párrafo II, del Decreto establece que el Modelo deberá cumplir con los siguientes requisitos: 
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a) Identificar las actividades en las que se pueden cometer delitos 

b) Prever protocolos específicos destinados a planificar la formación y ejecución de las 

decisiones de la entidad en el ámbito de las actividades identificadas como sensibles en 

relación con los delitos a prevenir 

c) Identificar métodos para administrar los recursos financieros adecuados para prevenir la 

comisión de delitos 

d) Establecer obligaciones de información frente al órgano encargado de supervisar el 

funcionamiento y cumplimiento del Modelo (OdS) 

e) Introducir un régimen disciplinario adecuado para sancionar el incumplimiento de las 

medidas señaladas en el Modelo 

 

Para cumplir con los requisitos antes mencionados, la arquitectura del Modelo debe por lo tanto:  

- Indicar las reglas de conducta que debe cumplir Liu Jo 

- Contener la identificación (el denominado «mapeo») de las áreas de actividad «en riesgo», 

entendiendo por este término las actividades en las que se cree que existen mayores 

posibilidades de delinquir 

- Identificar el organismo, el llamado Organismo de supervisión (OdS), al que se le asignan 

funciones específicas de control y supervisión sobre el Modelo, sobre las operaciones y sobre 

el comportamiento de las personas 

- Identificar los recursos de la empresa en número y valor adecuados y proporcionales a los 

resultados esperados y razonablemente obtenibles, que serán apoyados por el Organismo 

de supervisión para la realización de las actividades que le sean asignadas 

- Definir los poderes de autorización acordes con las responsabilidades asignadas 

- Velar por el cumplimiento del principio de separación y segregación de funciones 

- Indicar las herramientas de sensibilización y difusión de las normas de conducta y 

procedimientos establecidos a todos los niveles de la empresa 
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2.4.  Directrices de Confindustria 

El mismo Decreto, en el art. 6, párrafo III, dispone que el modelo de organización, gestión y control 

podrá adoptarse «sobre la base de códigos de conducta elaborados por las asociaciones 

representativas de las entidades». El documento más representativo de esta disposición, dentro del 

contexto nacional, son sin duda las Directrices de Confindustria para la construcción de modelos de 

organización, gestión y control. 

Las Directrices de Confindustria definen los componentes más relevantes del sistema de control, 

para asegurar la eficacia del Modelo organizativo:  

Sistemas de control preventivo de delitos dolosos  

§ La adopción de principios éticos que regulan y rigen la actividad de la entidad encaminados 

a prevenir la realización de comportamientos que puedan integrar los tipos de delitos 

previstos por el Decreto, contenido en el Código ético de Liu Jo 

§  Un sistema organizativo formalizado y claro, con especial atención a la atribución de 

responsabilidad, las líneas de dependencia jerárquica y la descripción de tareas, con 

previsión específica de principios de control  

§ Procedimientos manuales y/o informáticos que regulen el desempeño de las actividades, 

previendo los controles adecuados  

§ Facultades de autorización y firma atribuidas de acuerdo con las responsabilidades 

organizativas y de gestión definidas, previendo límites a la autonomía de gasto  

§ Sistemas de control de gestión capaces de ofrecer informes oportunos de la existencia y/o 

ocurrencia de situaciones críticas generales y/o particulares  

§ Comunicación al personal y su formación 

 

Sistemas de control preventivo de los delitos de homicidio culposo y lesiones personales culposas 

cometidos con infracción de las normas de protección de la salud y seguridad en el trabajo  

Además de los requisitos específicamente dictados por el art. 30 del Decreto Legislativo 81/2008 

sobre salud y seguridad en el trabajo, y a lo ya especificado en relación con los tipos de delincuencia 

dolosa, la entidad debe garantizar:  
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§ Una estructura organizativa con funciones y responsabilidades en materia de seguridad y 

salud en el trabajo definidas formalmente de acuerdo con el esquema organizativo y 

funcional de la empresa  

§ Formaciones y capacitaciones encaminadas a que todo el personal, a todos los niveles, sea 

consciente de la importancia del cumplimiento de los requisitos del modelo organizativo y 

de las posibles consecuencias de comportamientos que se desvíen de las normas dictadas 

por el propio modelo 

§ La comunicación e implicación de todas las partes interesadas a fin de garantizar una 

concienciación y un compromiso adecuados a todos los niveles 

§ La gestión de riesgos para la salud y seguridad en el trabajo integrada y congruente con la 

gestión global de los procesos de la empresa 

§ Un sistema de seguimiento capaz de verificar el mantenimiento de las medidas de 

prevención y protección de riesgos adoptadas  

 

Las Directrices de Confindustria también especifican que los componentes del sistema de control 

mencionado anteriormente deben cumplir con una serie de principios de control que incluyen:  

§ Verificabilidad, trazabilidad, consistencia y congruencia de cada operación, transacción y 

acción 

§ Aplicación del principio de separación de funciones y segregación de tareas (nadie puede 

gestionar de forma independiente todo un proceso) 

§ Documentación de los controles 

Dichas directrices, emitidas inicialmente por Confindustria el 7 de marzo de 2002 y actualizadas 

repetidamente (31 de marzo de 2008 y marzo de 2014), fueron finalmente aprobadas en su último 

borrador por el Ministerio de Justicia el 8 de junio de 2021, facilitando en su última actualización 

entre otras cosas: 

- Examinar los tipos de delitos introducidos más recientemente 

- El análisis de la disciplina de los casos del llamado «whistleblowing» o denuncias anónimas, 

definiendo el papel y las prerrogativas del Organismo de supervisión en la gestión de las 

denuncias 
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- Recomendar la gestión de las numerosas obligaciones normativas que afectan a la actividad 

de la Entidad mediante la implantación de un sistema integrado de gestión de riesgos, 

herramienta encaminada a racionalizar las actividades de cumplimiento (en términos de 

recursos, personas, sistemas, etc.), para mejorar la eficacia de las actividades y para facilitar 

el intercambio de información a través de una visión integrada de las diversas necesidades 

de gestión de riesgos, a través de la ejecución de evaluaciones de riesgos conjuntas y 

mantenimiento periódico de los diferentes programas de cumplimiento 

2.5. Principios establecidos por la jurisprudencia 

En la construcción de un Modelo que sea apto para lograr los fines señalados por el Decreto, no es 

posible ignorar las indicaciones de la jurisprudencia en materia de responsabilidad de las entidades 

delictivas. 

En particular, la jurisprudencia ha destacado los siguientes requisitos que deben respetar un modelo 

organizativo eficaz: 

§ Un «mapeo» específico y exhaustivo de los riesgos de delitos previstos por el Decreto, 

vinculado a la identificación de las áreas de riesgo individuales y los procesos sensibles, 

teniendo en cuenta la naturaleza y el tamaño de los organización, así como el tipo de 

actividad que realiza 

§ La eficacia del Modelo, que se considera adecuadamente implementado sólo cuando 

cumple los requisitos de concreción, eficiencia y dinamismo 

§ La identificación de protocolos y procedimientos en relación con áreas sensibles y 

específicamente relacionadas con la gestión de recursos económicos, la participación en 

licitaciones, así como la ejecución de contratos, para garantizar la transparencia en la gestión 

de recursos 

§ La obligatoriedad de la formación diferenciada del personal, distinguiendo entre la 

formación dirigida a los empleados en general y la más especializada en referencia a quienes 

trabajan en áreas específicas de riesgo, al órgano de control y a los encargados del control 

interno 
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§ La identificación exacta de los sujetos con poderes decisorios dentro de la entidad y la de 

los parámetros a seguir en las distintas elecciones a realizar, así como la separación de tareas 

entre quienes operan en las fases decisivas de un proceso considerado de riesgo 

§ La previsión expresa de sanciones disciplinarias contra las personas que no cumplan con las 

disposiciones del Modelo 

§ La provisión de controles de rutina y controles «sorpresa» en áreas sensibles 

§ La previsión de procedimientos sistemáticos de investigación e identificación de riesgos 

cuando existan circunstancias especiales como, por ejemplo, la aparición de infracciones 

anteriores o una alta rotación de personal 

§ La autonomía y la independencia del OdS, mediante la previsión de requisitos particulares 

de profesionalidad e integridad de sus miembros, que deben poseer determinadas 

competencias, introduciendo además causas de inelegibilidad y pérdida del cargo en caso 

de condena, aunque no sea irrevocable, contra los mismos sujetos por cualquiera de los 

delitos previstos en el Decreto 

§ La previsión, en el Modelo, de la obligación de información impuesta a los empleados y 

directivos de la entidad, quienes deberán reportar al Organismo de Supervisión información 

relevante relativa a la vida de la propia entidad, las infracciones al Modelo y la posible 

comisión de delitos. En particular, el Modelo debe proporcionar indicaciones concretas 

sobre las formas en las que todas aquellas personas que tengan conocimiento de conductas 

ilegales pueden denunciar ante el organismo de supervisión 

2.6.  Destinatarios del Modelo organizativo 

Las disposiciones de este Modelo son vinculantes para quienes desempeñen funciones de 

representación, administración o dirección de la Empresa, así como para quienes ejerzan, aunque 

sea de hecho, la dirección y el control, de los empleados (entendidos todos aquellos que estén 

vinculados a la Empresa derivados de una relación laboral subordinada, incluido el personal 

directivo) y para los colaboradores externos vinculados por relación contractual con la Empresa (en 

adelante, los «Destinatarios»). 
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2.7.  Fases de la construcción del Modelo organizativo 

Este Modelo se ha creado teniendo en consideración: 

- Las actividades y procesos dentro de los cuales se considera más alta la posibilidad de que 

se cometan los delitos a que se refiere el Decreto 

- La verificación y documentación de operaciones en riesgo 

- El cumplimiento del principio de separación de funciones 

- La definición de los poderes de autorización acordes con las responsabilidades asignadas 

- La verificación de la conducta empresarial y su cumplimiento del Código ético adoptado 

- La implantación de un sistema disciplinario que sancione adecuadamente el incumplimiento 

de las medidas señaladas en el Modelo 

El proceso de definición del modelo de organización, gestión y control está dividido principalmente 

en dos fases: 

a. La identificación de áreas de riesgo y los llamados «Actividades sensibles», con la 

consiguiente determinación del nivel de riesgo. Esta fase implica un análisis de la actividad 

empresarial encaminado a identificar las áreas de riesgo de comisión de delitos, seguida de 

la identificación de las posibles modalidades de ejecución, la determinación de las 

probabilidades y la evaluación del impacto de los propios delitos. 

b. El diseño del sistema de control. Esta fase se materializa en la evaluación preventiva del 

sistema de control interno preexistente, a la que sigue una fase de adaptación e integración, 

mediante protocolos específicos para asegurar una actuación preventiva eficaz. 

2.8.  Estructura del Modelo organizativo 

El Modelo de Liu Jo está estructurado y articulado según el esquema ilustrado a continuación. 

Sección general 

La Sección general del Modelo contiene los argumentos básicos para entender la realidad 

empresarial y lo dispuesto en el Decreto Legislativo 231/2001. En concreto, la Sección general 

incluye: 
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- El contenido del Decreto 

- Una breve presentación de la Empresa 

- Los principios básicos y objetivos del Modelo 

- Las funciones del Organismo de supervisión y los flujos de información 

- Los métodos de difusión y actualización del Modelo 

- El sistema disciplinario 

Sección específica 

La Sección específica del Modelo se divide en Áreas de riesgo y actividades sensibles, dentro de las 

cuales se describen los tipos de delitos que, teniendo en cuenta la situación particular de Liu Jo, 

hipotéticamente podrían cometerse, en interés o en beneficio de la entidad, tanto por sujetos en 

una posición de alto cargo como por sujetos que están en una posición subordinada. 

La Sección específica tiene por objeto definir las líneas, reglas y principios de conducta que deberán 

seguir todos los destinatarios del Modelo a fin de prevenir, dentro de las actividades sensibles 

específicas que desarrolla la Empresa, la comisión de las infracciones previstas por el Decreto. , así 

como para asegurar condiciones de equidad y transparencia en la realización de las actividades de 

la empresa.  

Anexos 

Los Anexos al Modelo contienen los procedimientos relativos al funcionamiento del propio Modelo. 

Estos anexos son: 

- ANEXO A - Documento de evaluación de riesgos 

- ANEXO B - Código ético  

2.9. Concepto de riesgo aceptable 

Un concepto fundamental para la construcción de cualquier Modelo organizativo que sea adecuado 

para la prevención de los delitos señalados en el Decreto, pero que, a la vez, no paralice el 

funcionamiento de la entidad, es el de «riesgo aceptable». 
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De hecho, adquiere una importancia considerable la definición de un umbral que permita fijar un 

límite en la cantidad y calidad de las herramientas de prevención a adoptar para evitar la comisión 

de delitos. Es evidente que la gestión de determinadas áreas de riesgo y la realización de actividades 

intrínsecamente sensibles implica en sí misma la imposibilidad de anular totalmente el riesgo de 

que se produzca el hecho dañino.  

El riesgo debe considerarse aceptable cuando los controles adicionales «costarían» a la entidad más 

que el recurso a proteger y más que las consecuencias derivadas de la verificación del evento que 

se pretende prevenir. Las variables a tener en consideración deben incluir la probabilidad de que 

ocurra el evento perjudicial (delito), los costes asociados al reconocimiento de una responsabilidad 

de la Empresa y los costes asociados a los controles. 

En ausencia de una determinación preventiva del riesgo aceptable, no hay duda de que la 

calidad/cantidad de controles preventivos a realizar es prácticamente infinita, con consecuencias 

fácilmente imaginables en términos de operaciones comerciales. 

Por otro lado, del propio Decreto se desprende que la gestión del riesgo por parte de la entidad no 

debe ser tal que anule la posibilidad de verificar el hecho dañino. 

Según el art. 6 del Decreto Legislativo 231/2001, para que la Empresa quede exenta de 

responsabilidad, bastará un Modelo que obligue al agente a eludir fraudulentamente lo dispuesto 

en el mismo. 

 Por sus características, un sistema de control eficaz debe ser capaz de: 

- Excluir que cualquier persona que opere dentro de Liu Jo pueda justificar su conducta 

alegando ignorancia de las disposiciones del Modelo 

- Garantizar que la posible comisión de un delito sólo pueda tener lugar mediante la elusión 

fraudulenta de las disposiciones del Modelo y del sistema de control establecido 

2.10. Actualización del Modelo organizativo 

El Modelo organizativo lo emite la alta dirección, por lo que las posteriores modificaciones 

sustanciales y adiciones a ser adoptadas mediante resolución específica son delegadas 

exclusivamente al Consejo de Administración de Liu Jo. Asimismo, la función del OdS según se 
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especifica en la sección correspondiente, será supervisar constantemente la pertinencia del Modelo 

e informar oportunamente al Consejo de Administración de la Empresa sobre la necesidad de 

realizar cambios y adiciones. 

A modo de ejemplo, las siguientes constituyen modificaciones o adiciones: 

- La adaptación del Modelo tras un cambio en la estructura organizativa de la empresa 

- La adaptación del Modelo a la nueva realidad regulatoria 

- La introducción o eliminación de partes del Modelo 

- La identificación y posterior análisis de nuevas áreas de riesgo 

- Los cambios en el nombre y deberes/responsabilidades de las distintas funciones 

corporativas 

3. EL ORGANISMO DE SUPERVISIÓN 

3.1.  OdS 

El art. 6 del Decreto Legislativo 231/2001 establece que, para que la entidad esté exenta de 

responsabilidad, el OdS debe necesariamente estar dotado de facultades autónomas de iniciativa y 

control, y haber podido ejercer efectiva y concretamente la facultad de supervisión que le atribuye 

el Modelo sobre el funcionamiento y observancia de las mismas. 

En consecuencia, para el adecuado rendimiento de la función que tiene a su cargo, el Organismo de 

supervisión deberá reunir necesariamente los siguientes requisitos: 

a) Autonomía e independencia 

b) Competencia y profesionalidad 

c) Imparcialidad e integridad 

d) Efectividad 

e) Continuidad en sus acciones 

f) Composición 

a) Autonomía e independencia 

Los requisitos de autonomía e independencia se refieren tanto a la composición del OdS como a su 

ubicación dentro del organigrama de la organización. Es evidente que el Organismo de supervisión 
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no debe estar en modo alguno involucrado directa o indirectamente en los procesos de negocio y 

actividades de gestión que son objeto de su actividad de control. 

Además, es indispensable que el OdS tenga una posición jerárquica lo más alta posible, 

respondiendo de su trabajo exclusivamente al Consejo de Administración, el cual, sin embargo, 

puede destituirlo o cambiar su composición sólo en casos estrictamente predeterminados. 

b) Competencia y profesionalidad 

Los integrantes del OdS deberán contar con competencias técnico-profesionales específicas en 

materia de cumplimiento societario y responsabilidad penal de las personas jurídicas, así como en 

relación con la actividad específica que desarrolle el Ente. 

c) Imparcialidad e integridad 

Este requisito se garantiza mediante la previsión de dos causas específicas de inhabilitación o 

caducidad: a) la existencia de un conflicto de interés, de cualquier naturaleza, con la función 

supervisora; b) el haber sido condenado, aunque no sea en firme, por alguno de los delitos previstos 

en el Decreto, así como por cualquier otro delito doloso o culposo cuya naturaleza haga que la 

persona no sea idónea para desempeñar el cargo de miembro del OdS. 

d) Efectividad 

Además de los requisitos anteriores, es necesario que el OdS ejerza efectivamente las facultades 

que le confiere el Consejo de Administración. Además, todas las actividades realizadas deben ser 

registradas en un registro especial. 

e) Continuidad en sus acciones 

El OdS debe: 

§ Trabajar constantemente en la supervisión del Modelo con los poderes de investigación 

necesarios 

§ Pertenecer a la estructura de la empresa, de manera de asegurar la continuidad de la 

actividad de supervisión 

§ Cuidar la implementación del Modelo y asegurar su constante actualización 
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Teniendo en cuenta la peculiaridad de las competencias, así como el contenido profesional 

específico requerido, el OdS, en el ejercicio de sus funciones, será asistido periódicamente por los 

responsables de los distintos departamentos interesados.  

Como se indicó anteriormente, el OdS tiene asignadas todas las facultades necesarias para el 

desempeño de sus funciones, incluyendo la libertad de iniciativa dentro de la entidad, así como una 

asignación específica de gastos dentro de un presupuesto predeterminado. 

Los criterios de funcionamiento del OdS y las atribuciones específicas de competencias y 

responsabilidades, además de la referida facultad de gasto, son aprobadas por el Consejo de 

Administración. 

f) Composición 

El OdS puede ser «unipersonal» o «colegiado» y puede estar integrado por miembros internos y/o 

miembros externos del Organismo. 

Para garantizar la máxima competencia e independencia del OdS y, al mismo tiempo, asegurar un 

control efectivo y un diálogo constante con el Órgano de Administración, el OdS de Liu Jo S.p.A. 

incluye al menos un profesional externo, experto en el ámbito de la responsabilidad de los delitos.  

3.2.  Designaciones y modificaciones 

El OdS es designado por resolución del Consejo de Administración. La modificación de la estructura 

y composición del OdS no requerirá una nueva aprobación del Modelo. 

3.3.  Funciones y atribuciones del OdS 

El OdS de Liu Jo tiene encomendadas las siguientes tareas: 

§ Vigilar el cumplimiento de los requisitos del Modelo por parte de los directores, 

representantes, empleados, colaboradores y, en general, de todos aquellos que trabajarán 

en nombre y representación de la empresa 

§ Verificar la adecuación y actualización del Modelo 
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Estas tareas se traducen en una serie de objetivos específicos que se enumeran brevemente a 

continuación: 

§ Establecer los criterios de divulgación a su favor con el fin de identificar y supervisar 

constantemente las denominadas «Áreas de riesgo» y «Procesos sensibles» 

§ Verificar la preparación, el mantenimiento regular y la efectividad de la documentación 

requerida 

§ Realizar un reconocimiento de las actividades de la empresa activando, de acuerdo con el 

responsable operativo de la función, los procedimientos de control 

§ Realizar verificaciones periódicas relativas a transacciones o actos específicos celebrados 

dentro de las «áreas de actividad en riesgo» 

§ Promover la difusión y comprensión del Modelo, a través de actividades de formación y 

educación 

§ Identificar, recopilar, procesar y almacenar toda la información relevante en relación con el 

cumplimiento del Modelo 

§ Definir junto con el Consejo de Administración las herramientas para la implementación del 

Modelo y verificar periódicamente su adecuación 

§ Realizar investigaciones internas sobre infracciones al Modelo 

§ Remitir una solicitud para la imposición de sanciones a los responsables de las infracciones 

al Modelo 

Otras tareas del OdS incluyen: 

a) Verificar periódicamente, con el apoyo de las demás funciones sociales competentes, el 

sistema de representación vigente, recomendando los cambios oportunos en caso de que el 

poder de gestión y/o la calificación no se correspondan con los poderes de representación 

conferidos 

b) Realizar la verificación periódica del Modelo, encaminada a evaluar su funcionamiento y 

actualización  
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c) Encargarse de la creación de una base de datos (en papel o informatizada) relativa a los 

controles realizados, las actividades de formación e información, y la documentación 

pertinente de conformidad con el Decreto 

En consecuencia, el OdS tiene las siguientes facultades y deberes: 

1) Conocer el Modelo y evaluar su idoneidad para prevenir los delitos señalados en el Decreto. 

Una vez asumido el encargo, los integrantes del OdS deberán realizar un análisis del Modelo 

expresando un juicio sobre su idoneidad para prevenir la comisión de los delitos señalados 

en el Decreto 

2) Contribuir a la difusión del conocimiento del Modelo. 

El OdS impulsa todas las iniciativas necesarias para la difusión y conocimiento del Modelo 

3) Controlar las áreas de riesgo. 

El OdS deberá realizar verificaciones periódicas dirigidas a operaciones o actos específicos 

que se realicen dentro de las áreas de riesgo. 

4) Proporcionar un sistema de información confidencial. 

La tarea del OdS es recopilar, procesar y almacenar toda la información relevante para 

verificar la efectividad y adecuación del Modelo 

5) Verificar la pertinencia y adecuación del Modelo y asegurarse de su actualización. 

El OdS deberá realizar comprobaciones periódicas sobre la funcionalidad y pertinencia del 

Modelo, asegurándose periódicamente, o cuando surja la necesidad, de que el mismo se 

encuentre actualizado 

3.4.  Obligaciones del OdS en materia de información 

Para asegurar la plena autonomía e independencia en el ejercicio de sus funciones, el Organismo de 

supervisión se comunica directamente con el Órgano de Administración de la Empresa y con la Junta 

de auditores.  

En particular, el Organismo de supervisión informa al Consejo de Administración y a la Junta de 

auditores sobre el estado de implantación del Modelo, los resultados de la actividad de supervisión 

realizada y las intervenciones oportunas para la implantación del Modelo:  
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§ De forma continuada al Consejo de Administración y, al menos, dos veces al año con una 

periodicidad semestral, mediante informe escrito 

§ Periódicamente ante la Junta de auditores, o cuando lo solicite la misma  

§ Ocasionalmente ante la Junta de auditores, en casos de presuntas infracciones cometidas 

por la alta dirección, pudiendo recibir solicitudes de información o aclaraciones de la propia 

Junta.  

4. FLUJOS DE INFORMACIÓN HACIA EL ODS 

4.1.  Sistema de delegaciones y poderes 

Los documentos, constantemente actualizados, relacionados con el sistema de poderes y 

delegaciones vigentes en Liu Jo deben enviarse al OdS.  

 

4.2.  Denuncias de representantes de la empresa o de terceros 

El Modelo, tal como lo establece expresamente el Decreto, debe establecer las obligaciones de 

información referidas al Organismo de supervisión.  

En particular, los órganos sociales deberán informar al Organismo de supervisión sobre cualquier 

dato relevante para el cumplimiento y funcionamiento del Modelo.  

Los Destinatarios deberán reportar al Organismo de supervisión cualquier información relativa a 

conductas que puedan suponer infracciones de las disposiciones del Modelo o delitos.  

Para garantizar la confidencialidad de la información, la Empresa ha habilitado un buzón de correo 

electrónico odv@liujo.it, donde puede enviar información y denuncias, estas últimas de forma 

anónima. Además, las denuncias también se pueden enviar por correo ordinario a la dirección: 

Organismo di Vigilanza, Viale J. A. Fleming, 17, Carpi.  

El Organismo de supervisión evalúa las denuncias recibidas y podrá citar, si lo estima procedente, al 

autor de la denuncia, así como al presunto autor de la infracción, procediendo a todas las diligencias 

e investigaciones necesarias para determinar la veracidad de la denuncia.  
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Además de las denuncias, incluso no oficiales, indicadas anteriormente, debe ser enviada al 

Organismo de supervisión la información relativa a: 

§ Disposiciones y/o noticias relativas a la existencia de un proceso penal, incluso contra 

personas desconocidas, relacionadas con hechos de interés para la Empresa 

§ Disposiciones y/o noticias relativas a la existencia de procedimientos administrativos o 

litigios civiles en relación con solicitudes o iniciativas de Autoridades administrativas 

independientes, la Administración financiera, las Administraciones locales y la 

Administración Pública, en relación con contratos, solicitudes y/o gestiones de financiación 

pública 

§ Solicitudes de asistencia jurídica remitidas a la Empresa por el personal en caso de procesos 

penales o civiles en su contra  

§ Informes elaborados por los responsables de los departamentos/funciones de la empresa 

en el marco de su actividad supervisora, de los que puedan surgir hechos que presenten 

perfiles relevantes para el cumplimiento del Modelo 

De acuerdo con las disposiciones recientes de la legislación sobre protección de denunciantes o 

irregularidades (los llamados casos de whistleblowing o denuncias anónimas, ver el párrafo 1.5 

anterior), los informes sobre infracciones y/o las sospechas justificadas de infracción al Modelo 

podrá llegar a conocimiento del Organismo de supervisión por escrito, en papel o por vía electrónica 

a través de la dirección de correo electrónico arriba indicada. 

En este sentido, se aplican las siguientes disposiciones: 

- Deberán recopilarse los informes relativos a la posible comisión de los delitos previstos en 

el Decreto o de conductas contrarias a los procedimientos societarios ya dispuestos en el 

Modelo 

- El OdS evaluará las denuncias recibidas y tomará las medidas correspondientes, después de 

haber escuchado, si lo estimare procedente, al autor de la denuncia y al responsable de la 

supuesta infracción 

- Las denuncias deben realizarse por escrito y referirse a cualquier infracción o sospecha de 

infracción del Modelo y de los procedimientos corporativos adoptados El OdS actuará de tal 
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forma que se evite a los denunciantes cualquier forma de represalia, discriminación o 

sanción, asegurando además la absoluta confidencialidad de su identidad 

En relación con dichas comunicaciones, el Organismo actúa de forma que proteja a los denunciantes 

contra cualquier forma de represalia, discriminación o sanción, asegurando además la 

confidencialidad de su identidad, sin perjuicio de las obligaciones legales y la protección de los 

derechos de la Empresa o las personas acusadas erróneamente y/o de mala fe. 

5. DIFUSIÓN DEL MODELO Y FORMACIÓN DEL PERSONAL 
De acuerdo con lo dispuesto en el Decreto, Liu Jo ha establecido un plan de comunicación y 

formación destinado a asegurar la correcta divulgación y conocimiento del Modelo y de las normas 

de conducta contenidas en el mismo, en relación con los recursos ya presentes en la empresa y los 

que se van a incluir, con distinto grado de detalle debido al distinto grado de implicación de los 

mismos en las actividades de riesgo, que prevé la organización de jornadas de formación específicas 

en materia de responsabilidad de las entidades infractoras, en las que se muestren los principios 

generales de la legislación a los que se refiere el Decreto así como el contenido de este modelo. 

El sistema de información y formación es supervisado e integrado por el Organismo de supervisión, 

en colaboración con la dirección de Recursos Humanos y con los responsables de los departamentos 

de la empresa que intervienen en la aplicación del Modelo.  

Además, este Modelo (sección general y sección específica) y el Código ético de Liu Jo están 

publicados en la Intranet de la empresa y en el sitio web www.liujo.com, con el fin de garantizar una 

amplia divulgación a todos los Destinatarios.  

En todo caso, la actividad formativa encaminada a difundir el conocimiento de la legislación a la que 

se refiere el Decreto se diferencia en contenidos y modalidades según la cualificación de los 

Destinatarios, sus puestos y el nivel de riesgo del ámbito en el que actúan, así como si tienen o no 

funciones representativas de la Empresa.  

Las actividades de comunicación inicial y formación periódica al personal de la empresa deben ser 

documentadas por el Organismo de supervisión, así como por el departamento de Recursos 

Humanos. 
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6. EL SISTEMA DISCIPLINARIO 
El art. 6, párrafo II del Decreto incluye, entre los elementos que integran el Modelo, la adopción por 

parte de la entidad de un régimen disciplinario adecuado para sancionar el incumplimiento de las 

medidas señaladas por el propio Modelo.  

Los principios contenidos en el Modelo y las reglas/procedimientos de conducta a los que se refiere 

constituyen un conjunto de reglas que deberán cumplir todos los miembros de los órganos sociales, 

los empleados de Liu Jo, incluidos los gerentes, así como los consultores externos y todos aquellos 

que tengan relaciones contractuales con la Empresa. La infracción a lo dispuesto en el Modelo será 

sancionada conforme a los principios generales aquí señalados.  

En primer lugar, todos los empleados subordinados de Liu Jo deben ser considerados sujetos al 

sistema disciplinario, tal como lo identifican los artículos 2094 del Código Civil, incluidos los 

trabajadores pertenecientes a la categoría de la dirección.  

En particular, podrán adoptarse medidas de reorganización en relación con los directivos de 

conformidad con el art. 2103 del Código Civil, así como, en su caso, la terminación de la relación 

laboral de conformidad con los artículos 2118 y 2119 del Código Civil.  

En cuanto a los sujetos con relaciones de colaboración conforme al art. 2222 del Código Civil 

(trabajadores por cuenta propia) o de conformidad con el art. 409 del Código de Procedimiento Civil 

(trabajadores parasubordinados), que trabajan a favor de la Empresa y, en general, consultores 

externos, así como todos aquellos que tengan relaciones contractuales con Liu Jo, se podrá proceder 

a la terminación del contrato correspondiente.  

El régimen disciplinario será de aplicación en caso de constatarse infracciones al Modelo, con 

independencia de la instauración o el resultado de cualquier proceso penal.  

La gravedad de la infracción se evaluará teniendo en cuenta: 

I. La intencionalidad de la conducta o el grado de negligencia, imprudencia e inexperiencia, 

teniendo también en cuenta el grado de previsibilidad del hecho  

II. El comportamiento general de la persona responsable de la infracción, también con 

referencia a infracciones anteriores 

III.  Las funciones desempeñadas y el cargo funcional que ocupe el responsable de la infracción  
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Solo a modo de ejemplo, los siguientes comportamientos constituyen una infracción:  

1) El incumplimiento, también por conducta omisiva y en posible concurrencia con otras, de las 

normas generales de conducta y de los procedimientos previstos en el Código ético y el 

Modelo  

2) La redacción omitida y/o irregular de la documentación requerida por los procedimientos y 

protocolos  

3) La infracción o elusión de los sistemas de control previstos por el Modelo, realizada de 

cualquier forma, incluyendo la sustracción, destrucción o alteración de la documentación 

relativa a los procedimientos; así como la obstaculización de los controles, y cualquier 

impedimento a los sujetos y órganos encargados de funciones de control 

4) La falta de supervisión por parte de los superiores jerárquicos del comportamiento de sus 

subordinados en cuanto a la correcta y efectiva aplicación de los principios contenidos en el 

Modelo  

5) Cualquier otra conducta, ya sea por compromiso u omisión, que perjudique o ponga en 

peligro el interés de Liu Jo en la efectiva y correcta implementación del Modelo  

De conformidad con el art. 6, párrafo 2 bis, let. d) (recientemente introducido por la Ley de 

30/11/2017 n.º 291) las violaciones de las medidas destinadas a proteger al denunciante de 

conductas ilegales o violaciones del Modelo (los llamados denunciantes anónimos) también son 

punibles, o los abusos de la facultad de informar mediante la realización de denuncias, con dolo o 

culpa grave, que luego resulten infundadas. 

El Organismo de supervisión deberá ser informado tanto de las infracciones como de las sanciones 

que se apliquen como consecuencia de las mismas.  

El ejercicio del poder disciplinario hacia los empleados de Liu Jo, que debe llevarse a cabo de 

conformidad con el art. 7 de la Ley 300/1970 y los convenios colectivos aplicables corresponde a los 

órganos y/o funciones internos de Liu Jo que tienen el ejercicio de esta facultad o a quienes les ha 

sido conferido.  

Las sanciones disciplinarias que pueden imponerse se indican a continuación:  
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Ø Sanciones disciplinarias contra trabajadores subordinados 

La infracción de la ley, de las disposiciones del Código ético de Liu Jo, de las disposiciones de este 

Modelo cometidas por los empleados de la Empresa, así como, en general, las conductas que 

expongan a Liu Jo a la aplicación de sanciones administrativas previstas por el Decreto, podrá 

determinar, con base en los criterios establecidos, la aplicación de sanciones conservadoras o de 

expulsión, respetando los límites establecidos en el art. 2106 del código civil, de los artículos 7 y 18 

de la Ley 300/1970 en cuanto se rigen por el correspondiente CCNT. 

 

Ø Empleados con la calificación de gerentes 

En consideración al alto vínculo fiduciario que caracteriza la relación laboral gerencial, la violación 

de la ley, de las disposiciones del Código ético y de las disposiciones establecidas en este Modelo 

cometidas por los gerentes de Liu Jo, así como, en general, las conductas que expongan a la Empresa 

a la aplicación de las sanciones administrativas previstas por el Decreto, podrá determinar la 

aplicación de las disposiciones a las que se refiere el convenio colectivo de trabajo (CCNT-DAI), en 

cumplimiento de los artículos 2118 y 2119 del Código Civil así como el art. 7 de la Ley 300/1970. La 

constatación de las infracciones, así como la supervisión inadecuada y la falta de comunicación 

oportuna al Organismo de supervisión, podrán suponer para los trabajadores con calificación 

gerencial la suspensión cautelar del desempeño del trabajo, sin perjuicio del derecho a la 

remuneración del gerente, o la adscripción a cargos distintos, en cumplimiento del art. 2103 del 

Código Civil. 

 

Ø  Autónomos, consultores externos y socios 

Los contratos estipulados por Liu Jo con los trabajadores por cuenta propia, asesores externos y 

socios comerciales deben contener una declaración específica de conocimiento de la existencia del 

Código ético y del Modelo, de la obligación de cumplir con lo que han dispuesto, es decir, tratándose 

de un sujeto extranjero o que opere en el exterior, cumplir con las normas internacionales y locales 

para la prevención de riesgos que pudieran determinar la responsabilidad consecuente a la comisión 

de delitos por parte de Liu Jo. Los contratos con estos sujetos contendrán una cláusula específica de 
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desistimiento y/o terminación expresa relacionada con el incumplimiento de estas obligaciones, sin 

perjuicio del derecho de la Empresa a tomar represalias por cualquier daño que se produzca como 

consecuencia de tal conducta, incluido el daño causado por la aplicación de las sanciones previstas 

por el Decreto.  

 

Ø Directores 

La posición de los Directores es sumamente sensible: en caso de existir conductas contrarias a lo 

dispuesto en el Modelo por parte de los mismos, el Organismo de supervisión informará 

oportunamente a la Junta de auditores, para que esta proceda, sin demora y de conformidad con lo 

previsto en la ley y/o en los estatutos sociales, convocar a la Junta General de Accionistas para tomar 

las medidas oportunas.
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